Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 38 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da del siguiente:) 


“Se recibe nota del asesor legal del Registro Nacional de Armas del Servicio de Material y 
Armamento del Ministerio de Defensa Nacional, doctor Fabián D. Brufau, de fecha 5 de marzo de 2013, 
por la que remite texto propuesto con modificaciones y comentarios del proyecto de ley a estudio sobre 
Tráfico Ilícito de Armas (Carp. N* 845/2012 - Dist. N* 1343/2012).” 


-Recordarán que esta delegación hizo varias observaciones al proyecto de ley sobre Tráfico 
llícito de Armas, las que fueron recogidas en este texto. Por ello, le pediremos a la Secretaría que nos 
haga llegar un comparativo con el texto a estudio y estas modificaciones. Creo que también hay 
modificaciones sugeridas por la Asociación de Coleccionistas de Armas. Como dije, le pediremos a la 
Secretaría de la Comisión que nos traiga un comparativo con todas las modificaciones, a efectos de 
iniciar el tratamiento del tema a la brevedad. 


Como primer punto del Orden del Día figura la Carpeta N* 1132/2013, “Personal Militar 
Dependiente del Ministerio de Defensa Nacional”. Se modifica la Ley N* 18.717, de 24 de diciembre de 
2010 y se extiende el plazo durante el que se faculta al Poder Ejecutivo a encomendar funciones 
transitorias de guardia perimetral y control de acceso a unidades de internación para personas privadas 
de libertad. 


SEÑOR ROSADILLA.- Lo que se está solicitando es una ampliación del plazo de vigencia de una ley 
que fue impulsada por el Poder Ejecutivo y acordada por ambas Cámaras, con el fin de lograr, por vía 
legal, dos aspectos vinculados entre sí, aunque diferentes en su esencia. 


El primer aspecto apuntaba a regular, por vía legal, una situación que se venía dando en el 
país por vía de decreto desde 1997 o 1998; no recuerdo exactamente el año. El Poder Ejecutivo había 
determinado la presencia de efectivos militares dando un respaldo de seguridad como guardia 
perimetral, primero de un establecimiento carcelario, luego se fue ampliando a otros y en el año 2009 
nuevamente se amplió incluyendo más establecimientos, siempre por la vía de decreto sin que hubiese 
una norma legal que lo regulara, generando algunos vacios legales susceptibles de diversas 
interpretaciones. 


Esta ley intentó -es una ley que está vigente- reglamentar que efectivos pertenecientes a las 
Fuerzas Armadas prestaran el servicio de guardia perimetral en los establecimientos carcelarios 
brindando seguridad a la población en general, a los reclusos, pero también a los efectivos que 
cumplen esa actividad. 


El segundo objetivo de esta ley es que efectivos militares, eventualmente, puedan cumplir el 
papel de revisores, censores y guardianes de los puntos de ingreso y egreso a los establecimientos de 
reclusión. Obviamente esto tiene una indisimulada cantidad de aspectos provocativos porque se trata 
de que efectivos militares tengan la capacidad legal de revisar, observar y eventualmente detener 
personas que concurran a las unidades carcelarias para visitas familiares y de otro orden, pero también 
al propio personal que cumple con la vigilancia interna -no en la puerta-, es decir personal policial de 
los establecimientos de reclusión. 


Este segundo elemento que la ley integra aún no ha sido aplicado. Hoy no tiene vigencia 
práctica, pero creo que no es menor. En realidad, más allá del desafío que esto implica, creo que debe 
ser un instrumento necesario para poder disponer de él en un marco legal que lo regule, permita y 
admita con anticipación y así utilizarlos en el lugar y momento que se crea oportuno. 


Si me preguntan si lo veo como un esquema permanente, diría que no. Pienso que dentro de 
lo que es materia de vigilancia carcelaria este conjunto de elementos debería ser absolutamente 
transitorio. Considero que tanto las Fuerzas Armadas como las fuerzas policiales deben dedicarse a lo 
que les corresponde y no a la custodia o interdicción de las visitas carcelarias. Pero por razones que no 
serían de un inútil debate, pero difíciles de analizar ahora, estamos en una situación en la que los 
centros carcelarios revisten una central importancia en el esquema de seguridad general de la nación. 
Por lo tanto, para la seguridad en materia de fugas penales -llamémosle a las cosas por su nombre- y 
también en materia de ingresos y egresos, tanto de personas como de materiales tales como armas, 
tóxicos, dinero, celulares, etcétera, se debe contar con herramientas que extraordinariamente -enfatizo 
este término- tiendan a minimizar los riesgos. Reitero que, al menos en lo que yo considero un 
esquema de ordenamiento efectivo y de largo aliento, acorde con el espíritu de nuestras normas 
constitucionales y legales, no me parece pertinente un esquema de vigilancias militares y ni siquiera 
policiales. De acuerdo con nuestras normas constitucionales, las cárceles tienen que ser centros de 
recuperación y de reinserción de las personas que una vez penadas por la Justicia cumplen condena. 
Lamentablemente, estamos lejos de esa situación y nos vemos obligados a generar normas que, hasta 
tanto se construya la fortaleza de un sistema carcelario de reeducación y reinserción, eviten 
situaciones que nadie quiere en materia de desórdenes internos dentro de los establecimientos de 
reclusión o, aún peor, fugas puntuales o masivas de personas que la Justicia ha decidido se 
mantengan en situación de reclusión. 


Es por esas consideraciones y por esos motivos que creo que esta solicitud de extensión de 
un plazo debe ser acordada en la Comisión y votada por el Poder Legislativo -en nuestro caso por la 
Cámara de Senadores-, con convicción y con una actitud activa de transformación de las condiciones 
que nos permitan, en el menor plazo posible, cesar estas condiciones de contención exterior e 
interdicción en las puertas de ingresos y egresos por parte del personal militar e, incluso, del personal 
policial. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera saber qué grado de cumplimiento tiene esta Ley N* 18.717 que se 
estaría modificando, es decir en cuántos casos se ha dispuesto ya el control perimetral y si se ha 
hecho efectivo en algún momento, superando las dificultades que según ha trascendido había, el 
control de acceso y egresos, etcétera. En resumen quisiera saber qué grado de cumplimiento ha tenido 
esto y en cuántos casos se ha aplicado. 


SEÑOR ROSADILLA.- Esto tiene dos aspectos. Por un lado, con relación a las guardias perimetrales 
que ya estaban instauradas se sancionó una norma que diera rango legal de protección a los reclusos 
y a quien los cuida. Hasta ese momento se manejaban por decretos que no establecían normas de 
conducta, pero en materia legal eso causaba algunas controversias debido a ciertas fugas que se 
produjeron y a algunas intervenciones militares, lo que llevaba a determinadas situaciones de 
crispación -digámoslo así-, que siempre, a mi juicio, se resolvieron de manera adecuada; pero hay que 
reconocer que en algunos momentos se generaron situaciones complejas. 


En lo que se refiere al control del ingreso de puertas, aún no tiene aplicación práctica ya que 
eso depende de un acuerdo entre el Ministerio de Defensa Nacional y el Ministerio del Interior que, 
entre otras cosas, tiene que ver con la incorporación de tecnologías no invasivas para las personas 
visitantes y los funcionarios policiales que cumplen tareas de vigilancia interna, de modo de no generar 
situaciones de tensión institucional ni personal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quizás el señor Senador desee que hagamos alguna consulta sobre este 
punto. 


SEÑOR PASQUET.- Sin perjuicio de que más adelante podamos recabar más información sobre este 
tema e interiorizarnos de los problemas que han impedido hasta ahora la puesta en práctica de este 
control de acceso, egreso, etcétera, no haría cuestión de esto para votar hoy el proyecto. 


En lo que tiene que ver con su redacción, quisiera plantear una cuestión relacionada con el 
artículo 2”, que es el que sustituye al artículo 2? de la Ley N* 18.717. La redacción propuesta dice así: 
“Facúltase al Poder Ejecutivo hasta el 1 de julio de 2015 para encomendar al personal militar 
dependiente del Ministerio de Defensa Nacional el control de acceso y egreso, revisación e inspección 
de personas, vehículos y objetos que ingresen a las Unidades de Internación para Personas Privadas 
de Libertad, siempre que cumplan la función de guardia perimetral externa”. 


Mi duda recae sobre la voz verbal que se utiliza en este artículo cuando dice: “cumplan”. Así 
expresado, remite a un sujeto plural. ¿A qué alude cuando dice “que cumplan”? ¿A personas, vehículos 
y objetos que cumplan o se utilicen para la función de guardia perimetral externa? Si no se refiere a 
esto sino al personal militar, al que se le va a encomendar esa función, entonces no debería decir “que 
cumplan”, sino “que cumpla”, pues se trata del personal militar que debe cumplir la función de guardia 
perimetral externa. 


SEÑOR ROSADILLA.- Correcto. 


SEÑOR PASQUET.- Pero como ya venía así de la Ley original, me gustaría que se establezca qué es 
lo que se quiere decir para, en función de eso, ver si la redacción es correcta o no. 


SEÑOR ROSADILLA.- A mi juicio, es correcta la observación hecha por el señor Senador Pasquet. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia entiende que es válida la observación realizada por el señor 
Senador Pasquet: el sujeto es singular y refiere al personal militar dependiente del Ministerio de 
Defensa Nacional. Por consiguiente, debería sustituirse “cumplan” por “cumpla”. No sé si el señor 
Senador Rosadilla está de acuerdo con esto. 


SEÑOR ROSADILLA.- Estoy absolutamente de acuerdo, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, cuando votemos se hará la correspondiente modificación del 
artículo 2* del proyecto. 


Si no hay otra observación, se va a votar en general el proyecto referido al Personal Militar 
Dependiente del Ministerio De Defensa Nacional, que modifica la ley N* 18.717 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Suprimiríamos la lectura, pero sí votaríamos los artículos por separado a los efectos de 
incluir la modificación del artículo 2”. 


En consideración el artículo 1*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 2% con la modificación propuesta. 


Léase. 


(Se lee:) 
“Artículo 2*.-Sustitúyese el Artículo 2” de la Ley N* 18.717 de 3 de enero de 2011 por el siguiente: 


ARTÍCULO 2*.- Facúltase al Poder Ejecutivo hasta el 1 de julio de 2015 para encomendar al personal 
militar dependiente del Ministerio de Defensa Nacional el control de acceso y egreso, revisación e 
inspección de personas, vehículos y objetos que ingresen a las Unidades de Internación para Personas 
Privadas de Libertad, siempre que cumpla la función de guardia perimetral externa. El personal policial 
no quedará exento del control a que refiere el inciso anterior”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 3". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Me informan por Secretaría que la fórmula del artículo 4% no se utiliza más, de manera que 
corresponde suprimirlo. 


Propongo que el miembro informante del proyecto sea el señor Senador Rosadilla. 
(Apoyados.) 


Corresponde ingresar al segundo punto del Orden del Día. 


(Ingresan a Sala los doctores Rolando Vomero y Carlos García Guaraglia y la doctora Graciela 
Eustachio.) 


-Estamos recibiendo al doctor Rolando Vomero, Presidente de la Asociación de Magistrados 
del Uruguay; al doctor Carlos García Guaraglia, Juez Letrado Penal de 17* Turno; y a la doctora 
Graciela Eustachio, Jueza Letrada Penal de 8% Turno, a quienes con mucho gusto les ofrecemos la 
palabra para referirse a la Carpeta N* 1125, Faltas, Conservación y Cuidado de los Espacios Públicos 


SEÑOR VOMERO.- Agradecemos a los señores Senadores por solicitar nuestra opinión. 


Nosotros ya habíamos concurrido a la Comisión de la Cámara de Diputados y algunas de las 
observaciones que realizamos fueron tenidas en cuenta. 


Ahora bien, quisiera hacer una consideración respecto al artículo 360 bis. Aclaro que es una 
observación personal; no conozco la opinión de los colegas. Esta disposición establece: “En caso de 


que el inculpado registrare antecedentes como infractor por violencia en espectáculos públicos, el 
referido plazo”, etcétera. Me pregunto qué debemos entender por antecedentes como infractor. 
¿Simplemente es el parte policial donde dice que tuvo tales o cuales entradas? Lo planteo porque, 
entre otras cosas, las faltas no generan reincidencia; por lo tanto, tampoco surgen de la planilla. En la 
planilla de antecedentes solo se realiza una anotación cuando la persona ha sido procesada por algún 
delito. 


SEÑOR MICHELINI.- Si bien el objetivo no es dialogar, creo que el propósito del artículo, más allá de 
las penas y si corresponden o no, es que quien reincide en estos aspectos y tiene una conducta 
permanente de arruinar los espectáculos públicos -las trifulcas no necesariamente son al final de los 
mismos sino que también suceden a su inicio- pudiera tener un elemento adicional. Si las faltas no 
generan antecedentes, esta medida sería inocua porque cómo algo va a registrar antecedentes si no 
los genera. Tal vez la persona pueda tener antecedentes, no como infractor por haber cometido otras 
faltas, pero sí por tener antecedentes vinculados a situaciones que ya no tienen que ver con faltas sino 
a otro tipo de antecedentes. Si se compartiera el criterio quizás sería bueno encontrar una redacción 
adecuada al artículo, porque puede darse el caso de que la misma persona que en cierta ocasión le dio 
una puñalada a alguien y estuvo tres meses en prisión, después le generó una agresión a otra que casi 
le cuesta la vida, y ahora esa misma persona comete otra falta pero de menor cuantía; siempre se trata 
del mismo individuo. Creo que esos antecedentes deberían figurar. 


SEÑOR VOMERO.- En ese punto estamos de acuerdo. En la planilla de antecedentes debería estar, 
sea como reiterante o como reincidente. Personalmente, me preocupa lo que figure en el parte policial 
cuando dice, por ejemplo, registró entrada por tal, tal y cual motivo. 


SEÑOR MICHELINI.- Tal vez habría que volver a redactar ese punto para que quede claro que si bien 
tiene antecedentes no por cualquier parte policial pase, por ejemplo, al clearing, para hacer un símil 
con otra materia. 


SEÑOR VOMERO..- Exactamente. 


SEÑORA EUSTACHIO.- Si se recoge el sentido de lo que recién se ha manifestado, debería 
suprimirse la parte que dice: “como infractor por violencia en espectáculos públicos”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de continuar, la Comisión queda a la espera de que se nos haga llegar 
una nueva redacción del artículo 360 bis. De todas maneras, ya queda registrada la observación. 


SEÑOR VOMERO.- El artículo 364, numeral 4), refiere al vandalismo con los depósitos de basura. Esa 
conducta ya está prevista en el artículo 358 del Código Penal, es decir el delito de daño; la falta 
siempre es menor al daño como delito. Por lo tanto, esa falta no era necesaria, porque se contrapone 
con el delito de daño. 


En el artículo 365, y referido a los numerales 1) y 3), se establece como preceptivo el 
decomiso definitivo del automóvil. A los Jueces no nos gusta mucho que una sanción sea preceptiva; 
así se lo hicimos saber a la Cámara de Representantes. Nos gusta que siempre exista el margen de 
“podrá disponerse”; pero ese es un tema de redacción. 


SEÑOR GUARAGLIA.- Fíjense que en el caso de los delitos culposos, culpables, derivados de los 
accidentes de tránsito, se procesa a una persona pero no se le impone el decomiso del vehículo. Se 
trata de que haya una coherencia entre el régimen de la falta y el del delito. En lugar de utilizar la 
palabra “debería”, se podría usar “podría”, y de esa manera sería facultad del Juez decidir en cada 
caso. 


SEÑORA EUSTACHIO..- Hay que tener presente que para estos casos en otro artículo se prevé que es 
una instancia única y, en mi opinión, resolver sobre el decomiso de un vehículo por un Juez de única 
instancia -sin posibilidad de una segunda instancia- es algo pesado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero usar mi condición de Presidenta para aclarar a los tres invitados que 
nosotros estamos trabajando en este artículo, que somos conscientes de las dificultades que podría 
ocasionar la única audiencia, teniendo en cuenta la gravedad de la pena. Además, estamos buscando 
compatibilizarlo con la reglamentación que ya existe a este respecto. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quisiera formular una pregunta a quienes nos vienen a asesorar. 


El artículo 365 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes, en su 
numeral 5) -página 14 del comparativo- dice: *(Introducción, depósito, venta, transporte o fabricación de 
sustancias explosivas).- El que sin permiso de la autoridad o sin las debidas precauciones, fabricare o 
introdujere en el país o tuviere en depósito, o comercializare, o transportare materias explosivas”. 


A mi entender, este artículo debería eliminarse porque en el proyecto sobre manejo ilegal de 
armas y explosivos -que estamos analizando paralelamente a este- se prevén penas de 3 a 12 años 
para este delito y acá lo consideramos como falta, penándolo con 7 a 30 días de servicios 
comunitarios. Por tanto, quisiera conocer la opinión de ustedes sobre el tema. 


SEÑOR VOMERO.- Comparto lo que dice el señor Senador, pero creo que este numeral 5) transcribe 
el 9) vigente. Es por esa razón que no hice ningún comentario. 


SEÑOR GUARAGLIA.- Ya existe como delito, de acuerdo con los artículos 209 y 210. La diferencia es 
que en esos casos se establece que debe haber una finalidad; debe haber una condición para que se 
plasme el delito. A veces la finalidad es muy difícil de determinar, pero ésta indica que en un caso sea 
delito y en otro falta. Esa sería la diferencia entre ambos. 


SEÑORA EUSTACHIO.- Con respecto al artículo 365, numeral 2), nos parece que no es lo mismo que 
una persona conduzca sin licencia a que lo haga si se la suspendieron o cancelaron. Pensamos que 
conducir sin licencia constituye una infracción, pero otra cosa es cuando se conduce con la libreta 
suspendida o cancelada. En este último caso hay un plus a la infracción, ya que se la retiraron o se la 
cancelaron por algún motivo y la persona al hacer caso omiso está violentando la norma. Me parece 
que esto último sí ameritaría que fuera sancionado como falta, pero el hecho de conducir sin licencia 
parece ser estrictamente una infracción administrativa. 


SEÑOR LORIER.- Quizás entendí mal el texto, pero aquí se hace referencia al hecho de no haber 
obtenido la licencia de conducir en el organismo competente. Esto no es lo mismo que haberse 
olvidado la licencia en su casa. ¿O usted se está refiriendo al hecho de que no tiene la licencia porque 
el organismo competente no se la otorgó? 


SEÑORA EUSTACHIO.- Exacto, señor Senador. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Una cosa es que la persona no haya hecho el trámite para obtenerla y otra, que 
se la hayan retirado. 


SEÑORA EUSTACHIO.- Lo cierto es que por algún motivo se la retiraron. 


SEÑOR LORIER.- Supongamos que una persona se dirige al organismo competente a tramitar la 
licencia y por equis motivo no la obtiene -esa es la hipótesis que se maneja para este caso-, quizá 
nunca lo hizo o es muy mayor y ya no puede conducir. Se pueden dar muchos casos. Según entiendo, 
no consideran que esto sea una falta. 


SEÑORA EUSTACHIO.- No, señor Senador, porque creo que ya está previsto como infracción 
administrativa. 


(Dialogados.) 


-Es algo sobre lo que hemos conversado y entendemos que ya está sancionado 
administrativamente. Es distinta la otra faceta en la que, por algún motivo y por alguna infracción 
administrativa la licencia fue suspendida o cancelada, a la persona no le es posible obtenerla y, en 
consecuencia, infringe la ley. Reitero que, de acuerdo con nuestra opinión, se trata de dos situaciones 
diferentes. En el primer caso bastaría con una simple sanción administrativa, pero el segundo ya es 
más grave y entiendo que se justificaría sancionar como una falta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entiendo que tenemos tres situaciones diferentes: cuando la persona no 
obtuvo nunca la licencia -que sería una falta administrativa-, cuando la licencia está vencida -no sé qué 
tipo de falta sería, supongo que también administrativa- y cuando la libreta fue suspendida o 
cancelada, lo que hace presumir que ya existe un antecedente. 


Tomamos nota de todo esto y si nos quieren hacer llegar una redacción alternativa, será 
bienvenida. 


SEÑOR VOMERO.- Me voy a referir al artículo 11 del proyecto de ley, por el que se modifica el artículo 
367. En su numeral 1) se establece la falta de “Vandalismo” y, al igual que en el caso anterior, esta 
conducta está prevista en el delito de daño. Allí se dice: “El que realizare actos de deterioro o destrozos 
en monumentos o en espacios públicos o sus instalaciones, tanto en bienes muebles como inmuebles 
o sobre elementos tales como señalizaciones de tránsito, semáforos u ornato”. A mi juicio, esa 
conducta también está prevista en el artículo 358 del Código Penal. Por ejemplo, si una persona 
apedrea un auto estacionado incurre en el delito de daño, pero si rompe un monumento, incurre en una 
falta. Me parece que es algo contradictorio. 


SEÑOR GUARAGLIA.- También es cierto que en el artículo 216 del Código Penal está previsto el 
atentado contra la seguridad del transporte, que trata justamente del daño a las señalizaciones. Por lo 
tanto, esta falta subsume dos delitos. 


SEÑOR VOMERO.- En cuanto al proceso por audiencias, cabe destacar que en el segundo inciso del 
artículo 19 del proyecto de ley se afirma: “La sentencia solo admitirá los recursos de aclaración y 
ampliación, que deberán ser deducidos y resueltos en la propia audiencia”. 


Hablo en representación de quienes estamos aquí presentes -seguramente 
también de la casi totalidad de los Jueces- y debo decir que nos parece bien que los fallos puedan ser 
revisados, sobre todo cuando, como en este caso, se pueden establecer limitantes muy importantes a 
la libertad como, por ejemplo, una medida alternativa de concurrir a una dependencia policial hasta por 
veinticuatro meses o el decomiso de un automóvil. Nos parece que eso debería ser pasible de una 
revisión. Hoy por hoy las faltas son apelables. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La idea es realizar un procedimiento de faltas más ágil. Entonces, la 
iniciativa de mantener la revisión de los fallos, ¿está relacionada con que hay algunas faltas 
especialmente graves o con penalidades como el decomiso, o ustedes entienden que debería aplicarse 
a todo el proyecto de ley? ¿O está relacionada con los casos que nombraron en Sala? 


SEÑOR VOMERO.- Fundamentalmente con estos casos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, si estos casos fueran resueltos, ¿eventualmente podríamos 
mantener la redacción original? 


SEÑOR VOMERO.- Esos dos casos son los que saltan a la vista. 


SEÑORA EUSTACHIO.- Uno siempre busca la garantía para el justiciable, por tanto, es una garantía 
tener una segunda instancia. En todos los procesos esto está consagrado. Por ejemplo, en el Pacto de 
San José de Costa Rica figura la doble instancia. 


En definitiva, siempre se procura la doble instancia en todos los procesos porque es una 
garantía para el justiciable. 


SEÑOR LORIER.- Quisiera buscar el equilibrio de las garantías con la ejecutividad que debería existir 
para castigar determinados delitos, faltas u otro tipo de cosas. ¿Cuál es vuestra opinión acerca de la 
velocidad con la que se están aplicando por parte del sistema los elementos que realizan ese 
equilibrio? Entonces, al mismo tiempo que las personas cuenten con las garantías correspondientes, 
también debe existir la garantía de que las cosas se van a hacer con la rapidez necesaria para que las 
finalidades que buscamos se cumplan. 


SEÑOR GARCÍA.- La estructura del proceso para las audiencias va en ese sentido. Por ejemplo, 
comparado con la materia penal, la resolución de castigo por las faltas va a ser mucho más rápida. El 
juicio por audiencias es un método para acelerar el trámite. 


SEÑOR VOMERO.- Las faltas en lo proyectado van a prescribir a los seis meses y no en dos como 
actualmente, porque empezaba el trámite y ya estaban prescriptas. 


Entonces, hay que establecer plazos muy acotados para una segunda instancia. 


El sistema proyectado está previsto pura y exclusivamente para Montevideo y las capitales 
departamentales o las ciudades donde haya Fiscal Letrado. Enseña la práctica judicial que es 
imposible o muy difícil que un Fiscal y un Defensor de Oficio se constituya, por una cuestión práctica, 
en una ciudad pequeña del interior. Debería buscarse la forma por la cual los Fiscales y los Defensores 
de Oficio se constituyeran en los Juzgados de Paz. Está previsto que si el Fiscal no va a la audiencia 
se clausuran las actuaciones, por tanto, deberá explicar por qué no se constituyó. Porque si no, el 
sistema existe para algunos lugares del país y no para otros. Esta inquietud me la hicieron llegar los 
Jueces de Paz. 


SEÑORA EUSTACHIO.- He observado que la ley no establece quiénes van a ser competentes en 
materia de faltas. Habla de Juez pero no dice qué Juez. En Montevideo no tenemos Jueces de Faltas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera hacer una aclaración: en la última Rendición de Cuentas votamos 
recursos para el restablecimiento de Juzgados de Faltas. De todas maneras, dejo sentada vuestra 
preocupación. 


SEÑOR PASQUET.- Por mi parte, quisiera saber -pues es un dato a tener en cuenta y, francamente, en 
este momento no lo tengo presente- si las causas de interrupción de la prescripción de las faltas son 
exactamente las mismas que las de los delitos, o si hay alguna diferencia. 


SEÑOR VOMERO.- Son exactamente las mismas, señor Senador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más consideraciones para realizar, agradecemos a nuestros 
invitados su presencia en la tarde de hoy y les solicitamos que, en la medida en que les sea posible - 
obviamente, no queremos recargar su tarea- nos envíen un texto alternativo para aquellos artículos 
que, según han destacado, podrían ser corregidos mediante una mejor redacción. 


(Se retiran de Sala el señor Presidente e integrantes de la Asociación de Magistrados del 
Uruguay.) 


(Ingresa a Sala el señor Director del Instituto de Derecho Penal de la Universidad de la 
República, profesor doctor Miguel Langón.) 


-La Comisión de Constitución y Legislación da la bienvenida al profesor doctor Miguel 
Langón, Director del Instituto de Derecho Penal de la Universidad de la República, en el marco del 
tratamiento del proyecto de ley relativo a faltas, conservación y cuidado de los espacios públicos. 


Ante todo, quiero trasmitirle mis más sinceras disculpas por los errores en la convocatoria, 
pues sé que en la sesión del martes pasado estuvo esperando en antesala. Evidentemente, tuvimos un 
problema de papeles. 


Con gusto le damos la palabra. 


SEÑOR LANGÓN.- En primer término, quiero señalar que el hecho de ser convocado por esta 
Comisión de tan alta representatividad, siempre constituye para mí un alto honor. 


En segundo lugar, no es necesario que se me pida disculpas, pues con muchísimo gusto 
vendré a este ámbito todas las veces que sea convocado, siempre que pueda hacerlo sin 
inconvenientes. 


El tema me interesa particularmente, pues he trabajado en él. En suma, se trata de cosas 
que uno ha dicho con anterioridad. En la Bibliografía del Código publicado por la Universidad de 
Montevideo -comentado y anotado por mí- aparecen las fuentes; no creo que valga la pena que se lea 
el capítulo relativo a las faltas, pues eso está en el libro. En fin, hay trabajos míos bastante antiguos, 
como por ejemplo, “Consideraciones criminológicas y de política criminal sobre las faltas” y “Enfoque 
crítico sobre criminalización de las faltas”, ambos publicados en la Revista Jurídica de la Asociación de 
Magistrados del Interior del año 1987; un trabajo hecho en colaboración con la doctora Scapucio 
publicado en 1989 en la misma revista; “Penalización de las faltas a través del Ministerio Público en 
capital” -se trata de un trabajo de investigación acerca de cómo se estaba desempeñando el Ministerio 
Público en este tema-; “Anales de las Primeras Jornadas Uruguayas de Criminología” -del Instituto de 
Criminología-, de 1989; a su vez, además del libro clásico del doctor Camaño Rosa, están los trabajos 
de Luis Tornaría Bertoni -un compañero desaparecido, lamentablemente-, quien escribió sobre las 
faltas en nuestra Revista del Instituto Uruguayo de Derecho Penal en 1984 y 1988. 


Voy a referirme en forma muy breve al tema de las faltas por el interés que tiene el Senado 
sobre el proyecto de ley, pero es imposible que no haga dos o tres referencias genéricas. Este aspecto 
está en el tercer libro de los tres que conforman el Código Penal y trata de lo que en doctrina se 
denomina criminalidad de bagatela, o como lo llaman en Brasil: el interés de las pequeñas causas. 
Estas causas tan molestas para la convivencia ciudadana presentan el problema de cómo tratarlas, 
porque tenemos un Derecho Penal que apunta a ser de mínima intervención, etcétera, etcétera. El 
Código de Irureta tenía aproximadamente 147 faltas, y uno ve que se siguen creando; de todos modos, 
las faltas son letra muerta. Pero cómo hacemos para tratar este tema, porque algunos dicen que hay 
una demanda insatisfecha de parte de la sociedad. En la Escuela Judicial de Porto Alegre se ponía el 
caso del vecino que le llevó una camisa al tintorero japonés y se la entregó quemada porque él, o un 
empleado suyo, dejó la plancha arriba de la prenda y se la estropeó. Ante esto pregunto, ¿a quién hay 
que recurrir por una camisa? ¿A la policía? Nadie le hace caso y lo que sucede es que es más caro el 
trámite que hay que hacer que lo que se puede recuperar y entonces, en algunas oportunidades se 
busca una conciliación de vecinos. Quizás esto sea así porque se trata de sociedades con otras 
características, más desarrolladas o con un civismo distinto. Otros buscan la solución a través de la vía 
policial, pero acá tenemos un problema, porque sabemos que el comisario haciendo justicia no va a 
funcionar, y decidimos crearlos como delitos. Ello tiene sus connotaciones muy graves y muy difíciles. 


En el artículo 2% del Código Penal, en una reforma reciente, el legislador optó por la vía de 
clasificar los delitos por su gravedad, con lo que ahora tenemos una clasificación tripartita. En el 
Código de Irureta era bipartita, porque se constituía por delitos y faltas. Ahora tenemos crímenes -en 
una definición con la que no estoy de acuerdo, pero no es el caso discutirla-, que se definen como los 
delitos supergraves -entre los que se encuentran el crimen organizado, el terrorismo, el atentado contra 


la vida del Presidente y el narcotráfico-; podríamos decir que existen los delitos mucho más simples, 
que son los que tienen pena de penitenciaría en el mínimo -tales como la violación, la rapiña, los 
homicidios especialmente calificados o muy especialmente calificados y algunas figuras más-, y las 
faltas. Entonces tenemos: crímenes, delitos -que sería el grueso- y las faltas, que sería la bagatela, o 
sea, los delitos veniales, de poca monta. En el Uruguay estos últimos son letra muerta y en los últimos 
tiempos se ha tratado de movilizarlos. Para ello, en su momento hemos creado un Tribunal de Faltas, 
por las razones procesales que son muy importantes. Quiero adelantar que, en mi opinión, la parte del 
proceso es inconstitucional y me parece claramente inaceptable por nuestra cultura, por nuestra 
tradición y porque lo ponemos en la categoría de los delitos. Después se crearon los Juzgados de 
Faltas para la capital; en el interior siempre estuvieron a cargo de los Jueces de Paz y ahora los tienen 
los Jueces Letrados. Frente a la realidad del crimen, este tipo de conductas no se pueden tratar. 


Existe una mitología que no se volvió a trabajar en la exposición de motivos, pero que 
siempre está ahí latente, en cuanto a que el criminal hace una carrera en ese sentido, existiendo 
primero una criminalidad de poca monta y luego una mayor. Entonces, la idea es que ataquemos 
cuando hacen cosas chicas para impedir otras graves, para resocializar, es decir, lo que llamamos las 
ideologías “re”, resocialización, reeducación, etcétera. No está científicamente comprobado que eso 
funcione así, por lo que no se deberá tomar en cuenta. 


En la exposición de motivos el Poder Ejecutivo, luego de hacer un análisis sobre los 
problemas éticos y de la sociedad violenta, expresa que es imperioso que la sociedad recupere 
parámetros de mínima convivencia. Esta sería la finalidad, en la que todos podemos estar de acuerdo, 
pero la cuestión es si la vía penal es adecuada para establecer límites. Podríamos remontarnos a 
preguntas de índole filosófica, tal como ¿cuál es la finalidad del Derecho Penal? En general, el 
Derecho Penal solo brinda un marco, y es peligroso cuando se pone al servicio de valores morales, de 
religiones o de fundamentalismos -aunque este no es el caso-; el Derecho Penal es apenas un 
instrumento de convivencia ciudadana cuando no tenemos otros proveimientos jurídicos menos 
violentos y más eficaces para solucionar los problemas de la sociedad. Por eso lo llamamos Derecho 
Penal mínimo, porque es la restricción máxima del Derecho Penal. 


Y ¿para qué está el Derecho Penal? Para proteger bienes jurídicos y para estabilizar las 
normas jurídicas. Entonces, surge la gran pregunta a que me referí: ¿es la vía penal la adecuada para 
solucionar estos problemas? Personalmente, no creo que sea así. En el caso de las faltas como 
delitos, enfrentamos la estigmatización que ello significa y la necesidad de hacer un proceso con todas 
las garantías. En nuestra opinión -no es una receta universal, ni mucho menos, solo un parecer 
teniendo en cuenta nuestra cultura, nuestras tradiciones y que el Código de Irureta tenía 147 faltas que 
fueron creciendo, no se aplicaron y son letra muerta- habría que seleccionar tres o cuatro conductas 
que sean problemáticas para la sociedad y no considerarlas como faltas, sino dar un paso más y crear 
un delito con ellas, un verdadero delito. ¿Qué se hace con el resto? Se descriminaliza y no se pune, o 
simplemente se establecen como faltas administrativas. 


A modo de ejemplo, si un inspector de tránsito aplica una multa a un individuo por exceso de 
velocidad, este tiene una pena pecuniaria que puede ser altísima, con el eventual retiro de la licencia 
de conducir, etcétera. Según este proyecto de ley, por circular con un automóvil a una velocidad 
excesiva, al individuo se le van a aplicar medidas de trabajo comunitario. Quiere decir que una falta 
administrativa tiene una sanción mayor, más eficaz y sin un proceso; lo único que ocurre es que una 
autoridad aplica una multa. De esa manera se despenaliza la falta, se la desjudicializa, se la saca del 
Poder Judicial, de los procesos y de los abogados, porque es una falta administrativa, entonces, se 
puede poner una multa o determinar una clausura por parte de Bromatología, de la Intendencia, del 
Ministerio de Salud Pública, de Policía de Tránsito, o de cualquier autoridad pública. A nuestro 
entender, esa es la solución más apropiada: eliminar la falta, no crear nuevas, ni crear la expectativa de 
lo que se llama Derecho Penal simbólico: nosotros creemos que las cosas están protegidas porque las 
incluimos en una ley, pero la realidad hace que eso no funcione. 


Este cambio sobre el Libro Ill del Código Penal es bastante grande; se elimina una cantidad 
de figuras, se crean otras y mantienen otras tantas, en un detalle casuístico que excede. 


Sinceramente, quiero decir que no creo en la penalización de las faltas como crimen. A este 
respecto, hay un buen ejemplo, aunque fue muy criticado por la doctrina -yo fui uno de los pocos que lo 
defendió, en cierto sentido-, referido al juego de la mosqueta, con el cual se hizo lo que me parece se 
debía hacer: cuando se detecta una conducta totalmente nociva, crearla como delito. Pero ¿cuál fue la 
historia del juego de la mosqueta? Lo creamos como delito y lo sacamos como delito porque ya se 
derogó. Eso demuestra la falta de una política legislativa firme y estable, a la cual un cambio de 
gobierno no le altera ni modifica la situación. Lo positivo del juego de la mosqueta era eso: se podía 
tratar alternativamente ya que no es un juego de azar sino un arte de prestidigitación. Lo que puede 
hacer el Estado es filmar en cámara lenta, por ejemplo, a uno de estos prestidigitadores, para que la 
gente sepa que la pelotita está en la mano del que la pone donde quiere y no en otro lado. Eso es 
mucho más práctico que establecerlo como delito porque en este caso, los individuos se avisaban que 
venía la policía, tiraban la tabla debajo de un auto, les hacían un proceso y luego les ponían una multa. 
Es un problema de costo-beneficio, porque el individuo seguía jugando a la mosqueta, etcétera. Pero la 
línea era buena. 


Respecto a la conducción, hay una situación con la conducción temeraria. La conducción 
temeraria es un problema de política que tiene que resolver el legislador. 


SEÑOR MOREIRA.- Todavía no se aprobó. 


SEÑOR LANGÓN.- Está bien. ¿Qué significa la idea “conducir temerariamente”? Se puede poner 
genéricamente, con lo cual se plantea el problema de qué es “temerario” o se puede ser un poco más 
casuístico y tal vez establecer una mezcla de los dos, diciendo: El que condujere temerariamente 
como, por ejemplo, con alcohol en sangre -de tal magnitud- , drogado o muy cansado, será castigado 
con tal pena. 


Este tipo de normas plantea el llamado problema de “delito de mera sospecha” que 
adelanta el momento consumativo, en donde no hay un riesgo concreto para el bien jurídico sino 
simplemente un dato estadístico: el que maneja borracho o alcoholizado, genera un riesgo. En lo 
personal, confieso, en épocas pasadas y prescriptas, he manejado en ese estado luego de las fiestas. 
Hay gente que no cree en la eficacia preventiva del castigo; sin embargo, ahora, muchas veces la 
gente va a las fiestas en auto si hay alguien que no toma porque las multas de tipo administrativo son 
muy pesadas -lo cual es bueno- y no porque vaya presa. 


Ahora bien; se puede crear este delito, lo que plantea el problema de un delito sin víctimas; 
sería un delito de peligro abstracto en donde existe una anticipación del momento consumativo. Este 
tema siempre pasa con las faltas. En el artículo 7% del Código Penal se establece el inicio de la 
punición a partir de la tentativa, es decir, a partir del comienzo de ejecución de un delito; en las etapas 
anteriores, está la conspiración, con lo que hay problemas jurídicos, por ejemplo, en el caso de la 
“asociación para delinquir”, por la forma en que se legisló. De todos modos, en el artículo 7* se dice 
que los actos preparatorios, la proposición y la conspiración no se castigan, como regla general. ¿Por 
qué? Para preservar la libertad de pensamiento y para dar al individuo la posibilidad de que dé un paso 
atrás. Entonces, yo le puedo proponer a mi hermano dar muerte a mi tío para heredarlo, y eso no es 
crimen aunque esté probado absolutamente a través de la declaración de mi hermano, de la escucha 
de una conversación y de mi propia confesión: “El viejo no se termina de morir; tiene 110 años y yo 
quiero heredarlo de una buena vez”. Esa proposición no es crimen; es crimen cuando el legislador lo 
dice expresamente: en delitos contra la patria, atentados contra la vida del Presidente de la República, 
rebelión, o sea, donde hay gravedad del delito. 


En cambio, las faltas son momentos anticipativos; no se castiga como tentativa del delito sino 
como falta autónoma. El ejemplo clásico es la tenencia de ganzúa. Tener ganzúa no es tentativa de 
hurto porque no entra en ninguna de las teorías de tentativa; a lo más es un acto preparatorio. También 
se puede citar el caso de tener una bujía dentro de un pañuelo de tela; en general, la bujía la usan para 
romper un parabrisas. Ese no es un acto de tentativa porque no empezó a robar. Hoy en día, todas las 
teorías de la tentativa se han complejizado. Entonces, parece un poco hipócrita decir: no lo castigamos 
como tentativa de hurto pero lo castigamos autónomamente por el delito menor, por la falta, la 
contravención, la bagatela consumada de tener una situación. De modo que eso hay que tenerlo 
siempre presente. 


Para nosotros la idea de esto es hacer un buen trabajo y que el legislador enfrente lo que 
tenga que enfrentar, tome una decisión política y diga: vamos a criminalizar tal cosa porque es 
peligrosa para la sociedad, por ejemplo, la tenencia de armas, el juego clandestino, la velocidad 
excesiva y muy pocas cosas más; lo demás es por añadidura y no va a tener eficacia. 


Por otra parte, me parece muy bien que se sustituya la pena de multa, que eventualmente se 
pagaba con prisión. El ejemplo clásico de este caso es la mendicidad abusiva. ¿Cómo se va a poner 
una pena pecuniaria a un mendigo? Parece no cerrar que el castigo por mendicidad sea el de pagar 
dinero. El trabajo comunitario suena muy lindo y me gusta, pero las dificultades prácticas para su 
concreción son tremendas. 


Esto en cuanto a una visión general del proyecto de ley. 


A vuelo de pájaro y sin pretender aburrir -les ruego que me interrumpan cuando les parezca 
suficiente- quiero referirme a algunos artículos en particular. 


En el artículo 360 se eliminan algunas multas y se plantean otras, lo que puede generar 
algún problema de interpretación. El acápite del numeral 2) dice “Agravio u omisión de asistencia a la 
autoridad”. En el Código vigente figuran como falta, la falta de respeto a la autoridad y, como delito, el 
desacato. Quiero aclarar que las faltas siempre son como una sombra de los delitos. ¿Qué quiere 
decir, por ejemplo, agraviar sin menoscabar? El menoscabo es delito pero un agravio sin menoscabo, 
no lo es. Lo mismo ocurre en la parte sexual con la diferencia entre algunos conceptos normativos, que 
son tan difíciles. Es falta todo lo que atente contra la decencia, pero es delito todo lo que atente contra 
el pudor. ¡Vaya uno a definir, para enseñar a los muchachos en la clase, qué es la decencia y qué es el 
pudor, como conceptos diferentes que cambian la naturaleza de las figuras! 


En fin, aquí se realizan algunas modificaciones, creo que sin mucho sentido. El “Agravio u 
omisión de asistencia a la autoridad” que establece la iniciativa supongo que es para que desaparezca 
como delito el desacato por ofensa, por esa superprotección que se brinda a las autoridades públicas. 
Parece que por el grado de sociedad en que vivimos y la altura de la historia en la que estamos, no 
cabría esa definición. Ya en la Ley N* 18.515, de 2009, el legislador dio un paso en el sentido de 
aligerar el desacato. Se eliminó el desacato propter officium, por el cual era delito, por ejemplo, que un 
individuo dijera un disparate de un Ministro en un boliche aunque no estuviera presente y se encontrara 
en otra parte. Ahora, el desacato por ofensa requiere la presencia del ofendido, que se dé en un lugar 
público y solo puede tratarse de ofensa real. Ahora, esta normativa habla de “Agravio” -lo que 
considero un término muy amplio porque es sinónimo de ofender, afrenta, causar vergúenza y 
deshonor- y establece “El que efectuare agravios a la autoridad legítimamente investida o no le 
prestare el auxilio que ésta reclame, en el caso de incendio, naufragio, inundación u otra calamidad 
pública”. Hago referencia a esta norma para hacer notar los problemas que pueden surgir luego en la 
práctica. Acá hay dos faltas: una, es el agravio y, la otra, es la omisión de asistencia. Entonces, en caso 
de incendio, naufragio, inundación u otra calamidad pública, ¿se da un agravio o son dos cosas 
totalmente distintas y una cosa es agraviar a la autoridad y otra es no asistirla? Parece más razonable 
lo segundo, esto es, no asistir a la autoridad en los casos de calamidades públicas, pero eso no surge 
en forma clara del texto. 


Luego, el 360 bis refiere a las faltas del numeral 1) del artículo 1%, que son la provocación o 
participación en desórdenes en espectáculos públicos. Esto ya existía pero se introduce como pena 
accesoria la prohibición de concurrir a eventos deportivos por un determinado plazo y la obligación de ir 
a la comisaría y permanecer allí por determinado tiempo. Sobre este punto simplemente quiero señalar 
las dificultades operativas que van a existir para hacer que un sujeto no vaya a los espectáculos 
públicos -lo que supone una especie de prohibición de libertad transitoria- y concurra a una comisaría. 
Esto plantea problemas operativos tremendos que me imagino no se pueden llevar a cabo y, mucho 
menos, cuando se deba realizar en forma masiva, como el caso de las barras bravas o la hinchada de 
tal equipo. 


Se eliminan una cantidad de faltas -pero no se explica por qué- como, por ejemplo, la 
provocación en reuniones contrarias al reposo de las poblaciones. Esto es viejísimo, de la época de la 
colonia, las llamadas “cencerradas”, el hacer ruido. Era una falta -y todavía está- el que se hiciera 


ruido en torno a una celebración de recién casados, por ejemplo. Quien estaciona una camioneta 
cuatro por cuatro en la rambla y pone rock pesado a todo volumen estaría cometiendo una falta. Por 
eso, me parece que lo mejor es que en ese caso un funcionario aplique una multa o haga circular al 
automóvil y si se quiere sancionarlo que se lo sancione. 


Además, desaparece -porque está en desuso- el piropo abusivo, la desnudez ofensiva, que 
no sabemos bien lo que es. Vayamos a algunos aspectos concretos. Se modifica la mendicidad 
abusiva -artículo 361, numeral tercero- que no se sabía bien qué era, por “solicitud abusiva con acoso 
o coacción”. Sabemos que se refiere a la gente que está en los semáforos y demás. La redacción dada 
por la Cámara de Representantes establece: “El que solicitare dinero o cualquier otro bien mediante 
actitudes coactivas o de acoso u obstaculizando o impidiendo de manera intencional el libre tránsito de 
personas...”. Para mí todo esto entraba en una forma de mendicidad abusiva y no se requería ponerlo, 
aunque tampoco es demasiado grave que aparezca. 


En la práctica, va a plantear problemas la modificación al artículo 364, numeral 3), cuyo 
nomen juris sería: “Arrojar desperdicios en lugares no habilitados”. Allí se habla de desperdicios, pero 
luego de basura, pero ¿la basura es lo mismo que los desperdicios? Estos últimos son más amplios. Si 
vamos a lo idiomático, basura es inmundicia, polvo que se recoge barriendo y, particularmente, 
estiércol de las caballerizas. Hay 8.000 o 9.000 carros con caballos, entonces, ¿usted va a sancionar al 
que arroja una botella? ¿La botella es basura? ¿El papel es basura? Es muy lindo decirlo acá, pero 
después hay que ponerlo en un juicio y con cierta deslegitimación. Pensemos en quien tiene un perro 
que hace sus necesidades en la vía pública o en el que anda con un carro con caballo, entonces, ¿se 
le va a imponer trabajo comunitario a una persona que tiró un papel de un chicle o de un caramelo por 
la ventana? Además, este numeral 3) del artículo 364 se refiere a quien arrojare o esparciere basura - 
supongamos que todos sabemos lo que es- en la vía pública ensuciando el entorno, pero al utilizar la 
expresión “ensuciando el entorno” tenemos otro problema. Yo puedo tirar un papel y decir que con eso 
no ensucio, entonces, arrojé basura, pero no típica porque el “ensuciar” aparece como un requisito 
típico, o sea que solo sería falta, delito menor, delito venial, bagatela, pero delito al fin por el artículo 2% 
cuando tiro basura que ensucie. Si tiro basura que no ensucie, o no es típica o no se castiga, porque 
sería una condición objetiva de punibilidad. 


Después el numeral 4) del mismo artículo se refiere al vandalismo con los depósitos de 
basura. Todos sabemos lo costosos y civilizadores que son los contenedores que están poniendo las 
Intendencias en todos los departamentos y el vandalismo que existe. ¿Por qué se habla de vandalismo 
con los depósitos de basura, en especial? Podemos hablar del vandalismo en general, en 
monumentos, en obras de arte, en árboles de ornato público. En el artículo se dice: “El que provocare 
daño...”, pero el daño es un delito, entonces, lo bajamos de categoría. Dañar cosas públicas, dañar 
árboles del ornato público, figura en el Código Rural que es del siglo XIX, se persigue de oficio y es un 
delito con toda la barba. El que hoy incendia un depósito de basura, un contenedor, comete delito de 
daño. A veces, lo planteo en las clases como la vieja frase de qué color es el caballo blanco de 
Napoleón. Dañar señales es delito, entonces, les pregunto a los muchachos qué delito es dañar 
señales. Es delito de daño; por eso digo que acá lo bajamos de categoría. Es el delito del artículo 358, 
agravado por el artículo 359, numeral dos, por realizarse sobre cosas expuestas al público. 


Por lo tanto, creyendo que incorporamos una novedad rebajamos la categoría y lo que era 
delito lo transformamos en falta, creando así una gran confusión. Esta situación aparece en el nomen 
juris del numeral 1) del artículo 365 “Participación en picadas”. Todos sabemos qué son las “picadas” y 
a lo que refiere el legislador, pero según el “Diccionario del español del Uruguay”, de la Academia 
Nacional de Letras -que es muy interesante y cuya edición es de Banda Oriental-, esta palabra tendría 
varias acepciones: un avión que cae; un copetín; un partido informal de fútbol, un camino estrecho en 
el monte; ir de mal en peor; un picotazo; etcétera. Entonces: ¿a qué nos referimos cuando hablamos 
de picada? Es parecido, mutatis mutandis a cuando hablamos de copamiento, porque es un término 
militar o del casino. 


El numeral 1) expresa: “(Participación en picadas).- El que en carreteras, calles, vías de 
tránsito en general y en lugares no autorizados expresamente participare de carreras u otro tipo de 
competencia valiéndose de un vehículo con motor...”. En este caso no se está castigando a quien 
conduce con exceso de velocidad, sino a quien participa en una competencia. Si no hay competencia 
no hay delito; si corre solo no hay delito, tiene que haber una carrera. Si compite con otro puede ser 


que se cometa un delito; si lo hace en treinta minutos estaría compitiendo contra sí mismo, contra el 
reloj. Esto plantea un problema; no es delito correr. Habría que ver si se quiere o no crear una falta; yo 
nunca crearía una falta y probablemente tampoco un delito, pero como el índice estadístico demuestra 
que la población joven muere mayoritariamente en accidentes automovilísticos, es posible que ante la 
conducción temeraria un día el legislador piense en que: “dirá lo que dirá la doctrina penal pero quiero 
proteger a mi gente”, lo cual me parece lícito. Es más, en otros países democráticos y civilizados 
existe el delito de conducción temeraria, pero nunca como falta. 


También tenemos el mismo problema que vimos hoy. El numeral 1) agrega: “poniendo en 
peligro su vida o la de terceros”. Si no hay peligro de vida no hay picada punible. Por lo tanto, se 
estaría castigando solo por correr a exceso de velocidad, porque el peligro es abstracto. Sucede que el 
legislador sabe cuál es la situación porque las estadísticas indican que la gente joven se muere en 
accidentes de tránsito y que la población en general fallece, primero por accidentes cardiovasculares, 
segundo por neoplasmas y tercero por accidentes automovilísticos; es decir que hay motivos para que 
se preocupe. 


Pero, insisto: si no hay peligro de vida propia o de terceros no habría delito -sería atípico; 
puedo hacer todas las picadas que desee mientras nadie corra peligro- y, además, a esto habría que 
probarlo en un juicio, lo que plantea un gran problema. En este caso estaríamos hablando de una falta 
a la que como medida se le aplicaría trabajo comunitario de hasta treinta días, previo proceso de 
naturaleza penal, con la intervención del Fiscal, del Juez, abogados y la realización de varias 
audiencias. 


Menciono todo esto para que vean que hay que ser cuidadoso cuando se legisla dentro del 
delito, y ver qué es lo que queremos penalizar. Si se establecen muchas condiciones se va a hacer 
difícil. No es delito hacer las picadas, pero sí hacerlas cuando hay peligro de vida; si no hay peligro de 
vida la conducta sería atípica. 


Después hay otros aspectos a los que ya nos referimos en forma genérica. En lo que tiene 
que ver con el tema de la incautación del vehículo, la pena accesoria es más grave que la pena 
principal que sería el trabajo comunitario. Parece desmesurada la pena dentro del contexto de lo que 
estamos hablando. No tengo dudas de que eso podría ser disuasivo. 


En cuanto a la definición de espacio público, creo que estamos frente a una norma que va a 
plantear una enorme cantidad de problemas, incluso yo tampoco creo estar en condiciones de abarcar 
-y mucho menos en este momento y con el tiempo que tuve para estudiar esto- las consecuencias que 
pueda tener esta definición. Aquí se dice que parte del espacio privado va a ser considerado espacio 
público. No sé de dónde sale esto, ni qué antecedentes tiene, ya que la exposición de motivos no dice 
nada. El espacio público, según se dice, es el conjunto de inmuebles y muebles públicos, así como los 
elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados destinados por su uso o afectación a 
la satisfacción de necesidades colectivas. Realmente no sé cuáles son los elementos arquitectónicos o 
naturales privados destinados a la satisfacción de necesidades colectivas. ¿Se trata acaso del jardín 
de una casa, destinado a que lo mire y lo disfrute la gente, porque tiene lindas flores? Se agrega que 
son los que trasciendan los límites de los intereses privados de los habitantes. Esta me parece una 
definición tremenda y no sé los alcances que puede tener. Los muros o fachadas de las casas estarían 
incorporados en esto. 


A continuación se declara de interés general la preservación. También se establece la libertad 
de uso y goce de los espacios públicos. Sobre esto me pregunto cómo va a haber una libertad de uso, 
para extraños, de bienes privados. No lo entiendo. Se dice que todas las personas tienen derecho a 
expresarse y comportarse libremente en los espacios públicos, ante lo cual me pregunto si eso incluye 
mi jardín. Realmente no entiendo cómo puede ser público un espacio privado. Me parece que esto 
merece un nuevo estudio por parte del legislador, con los asesoramientos del caso, analizando los 
derechos que se conceden a todas las personas de acceder a esta cosa tan extraña sobre la que, 
simplemente, quiero poner una voz de atención para señalar que excede mi capacidad de comprensión 
en este momento. Sí veo que hay o puede haber un problema muy grande. Se habla del derecho del 
prójimo al uso y disfrute de los espacios públicos cuando hay parte de ellos que son privados. 


Se agrega, por otra parte, un artículo relacionado con el vandalismo, acerca de las faltas en 
el espacio público. Esto ya estaba, se trata de la vieja falta de afichaje; en realidad, esto es poner 
cualquier tipo de inscripción en cualquier lugar, tal como se pone en la Biblioteca Nacional y en la 
Facultad de Derecho, a pesar de que hay letreros que advierten que se trata de monumentos históricos 
y de que está prohibido poner afiches. En cuanto a esta práctica no hay una actitud social ni actúan los 
instrumentos del poder, ya sea porque no quieren, porque no pueden o porque no saben; eso lo 
desconozco. Lo concreto es que históricamente no actúa el Ministerio del Interior y tampoco lo hace la 
Justicia. El problema de este deterioro que se menciona en el Mensaje del Poder Ejecutivo ocurre 
desde hace muchos años y no se trata de que no se haya establecido como delito, porque ya se había 
incorporado como falta. 


Más adelante se habla de la ocupación indebida de espacios públicos. En ese sentido, me 
pregunto cómo puede haber una ocupación de un espacio público privado, tal como dije anteriormente. 
Aquí se salvaguarda el derecho de huelga y el legislador en un artículo sobre las faltas se mete con el 
problema que se creó al establecer el delito de usurpación. La modificación del delito de usurpación, - 
esto se hizo a pedido inicialmente de los Diputados de Maldonado por la ocupación de Torre Lobos, si 
no me equivoco, y de una cervecería en Gorlero- planteó el problema de si la ocupación de los lugares 
de trabajo es o no un delito. Aquí aparece como que se consagra, aunque se establece genéricamente 
cuando se habla de: el que fuera del ejercicio del derecho de huelga, dando por sentado que la huelga 
incluye la ocupación, aparentemente, de los espacios públicos. Pienso que se hace referencia a la 
manifestación en una calle o en una plaza, lo que es tradicional porque forma parte del derecho de 
reunión y a manifestarse, más allá de la huelga. Se agrega lo siguiente: “acampando o pernoctando en 
forma permanente”; en cuanto a esto, me pregunto qué es una forma permanente, si se trata de una 
noche, de dos noches o de un mes. Se trata de términos que quedan al arbitrio del juzgador y que son 
muy difíciles de discernir. Se establece que el castigo será de hasta 30 días de prestación de trabajo 
comunitario si es que se comunicó a la persona dos veces que desistiera de la actitud. 


Pero, entonces, tiene que haber una prueba de que fue advertido de que se retirara, de que 
dejara de estar allí, cuando uno piensa que bastaría con que la Policía lo invitara a retirarse, o lo 
retirara si el individuo no se va voluntariamente, y se acabó el problema. ¿Adónde va a ir? Ese es otro 
tema. Si tenemos gente viviendo en la calle, no creo que por ocupación indebida de espacios públicos 
deje de habitarlos. En fin, se plantean enormes problemas. 


Como no deseo abusar de la amable invitación, quiero hacer una advertencia muy severa, 
muy clara, sobre el Capítulo IV, relacionada con el proceso de audiencia por faltas. Se discutió hasta el 
cansancio sobre los procesos monitorios, nada menos que en materia penal. Si esto es penal y si, 
como dice toda la doctrina, las faltas son delitos -porque se distinguen de ellos solo por la gravedad-, 
tienen que aplicarse a las mismas todas las garantías y normas del Derecho Penal, liberal, garantista, 
propio de un Estado constitucional de Derecho, entre las cuales se consagra la doble instancia. Es por 
eso que se había creado el Tribunal de Faltas. Hay una doctrina que dice que va a haber una única 
instancia, pero es dudoso que sea así; habría que consultarlo con los procesalistas. En cambio, hay 
otra doctrina que indica que lo que se quiere garantizar con la doble instancia es que haya, por lo 
menos, dos o tres personas; específicamente, tres es para resolver un eventual conflicto, versiones 
divergentes. Entonces, habiendo un tribunal en estas cosas podría considerarse que hay una doble 
instancia porque los Ministros o Jueces son plurales. Pero si ponemos un Juez unipersonal, no puede 
dársele un giro de reyecito autónomo donde no hay apelaciones y donde los únicos recursos son los de 
aclaración, ampliación y reposición. Esto viola el debido proceso; es inaceptable que en un juicio penal 
no haya apelación; es inconstitucional; viola los artículos 72 y 332 de la Constitución de la República; el 
artículo 9.1, literal h, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto de San José, 
que consagra claramente el derecho a recurrir ante un tribunal superior; el artículo 14.5 del Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. Cabe destacar que ambas disposiciones están 
consagradas por ley nacional. Una es la Ley de Amnistía, y la otra es de 1969 y ratifica el artículo 14.5 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que da derecho a la persona a acudir a un 
tribunal superior. 


Obviamente, se hace un juicio en audiencia. Estaríamos plenamente de acuerdo con que los 
juicios penales deben ser orales y públicos -es lo que está buscando el legislador con la reforma del 
proceso, por lo menos desde hace veinte años-, pero en este caso hacer un proceso de audiencia en 
las faltas y no para los delitos, parece algo muy moderno, muy bueno, pero la cuestión es que para 


poner a un individuo un trabajo comunitario de treinta días, tendremos dos audiencias y debates, 
porque hay que hacer prueba. Es así que el proceso se puede seguir prorrogando -puede haber varias 
audiencias- y que se acepte exclusivamente el recurso de reposición y, asimismo, la sentencia 
definitiva solo admitirá recurso de aclaración y ampliación. Esto es inconstitucional. No se puede 
aprobar una norma penal que no otorgue el derecho a recurrir ante un tribunal superior. Es por eso que 
señalo que esto hay que despenalizarlo, desjudicializarlo y tratar las faltas en vía administrativa, como 
se tratan así una cantidad de cosas que podríamos llamar faltas o contravenciones por los distintos 
Ministerios y autoridades que ponen multas y sanciones en el desempeño normal de sus actividades. 


Es cuanto quería decir y quedo a disposición por cualquier consulta que quieran realizar. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Le agradecemos muchísimo su intervención, que fue muy detallada. 


Tenemos a la Suprema Corte de Justicia esperando hace media hora. No sé si algún señor 
Senador quiere hacer alguna consulta. De ser así pediríamos que fuera lo más breve posible. 


SEÑOR ROSADILLA.- En su intervención, el doctor Langón nos recomendó pensar en reducir las 
faltas a cuatro o cinco tipologías e indicó luego algunas de ellas. Mi pregunta es si, en su opinión, aun 
en esos casos habría que dar una segunda instancia. 


SEÑOR LANGÓN..- En realidad, no estoy proponiendo mantener cuatro o cinco faltas, sino seleccionar 
cuatro o cinco núcleos -por ejemplo, juego clandestino, el problema de las armas, velocidad excesiva, 
vandalismo-, transformarlos en delitos y eliminar las faltas del Código Penal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos al doctor Miguel Langón por los aportes que ha realizado al 
trabajo de la Comisión. 


(Se retira de Sala el doctor Miguel Langón.) 


(Ingresan a Sala los Ministros de la Suprema Corte de Justicia doctores Jorge Chediak y 
Ricardo Pérez Manrique.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos recibiendo a los doctores Jorge Chediak y Ricardo Pérez Manrique, 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia, a quienes con mucho gusto les ofrecemos la palabra. 


SEÑOR CHEDIAK.- En principio, me gustaría realizar algunas puntualizaciones para luego cederle la 
palabra al doctor Pérez Manrique que se referirá al tema más detalladamente. 


Actualmente, tenemos menos observaciones que hacer sobre este proyecto de ley que al 
inicio de su consideración. Como los señores Senadores recordarán, nace a iniciativa del Ministerio del 
Interior, que se lo envió a la Suprema Corte de Justicia, que dio su opinión sobre cuáles eran las faltas 
que estaban pasadas de moda, cuáles podían ser sustituidas, a cuáles se les podía cambiar su 
redacción y cuáles habría que agregar. Luego, redactamos el proceso oral en audiencia con la 
presencia del Defensor Fiscal y Juez, que es la única manera de hacerlo rápido, por eso es una 
especie de avance a lo que será el Código del Proceso Penal, si los señores Senadores se dignan a 
aprobarlo. Reitero que la idea es que sea un avance. Sé que va a haber algún tipo de problema por 
parte del Ministerio Público en estar presente, pero el procedimiento es tan garantista que se prevé que 
si el representante del Ministerio Público no puede comparecer, el procedimiento se clausura. Es decir 
que es pro hómine, siempre es a favor del reo o de quien cometió la falta. 


Luego, la Cátedra y los señores legisladores hicieron hincapié sobre la original 
desproporcionalidad en la redención del trabajo comunitario. En un principio se dijo que si la persona 
se negaba a realizar las dos horas de trabajo comunitario, debía redimir tres días de prisión, luego se 
bajó a dos y, posteriormente, se llegó a la decisión más apropiada -fue la propuesta de la Suprema 
Corte de Justicia y lo que decidió la Cámara de Representantes- de que esas dos horas podían valer, a 
lo sumo, un día de prisión. Cuando se habla de un día por un día, en realidad son dos horas por un día; 
es decir que son dos horas de trabajo comunitario y 24 horas de privación de libertad ambulatoria. 


Por último, antes de pasar al análisis fino, quiero referirme a algo que nosotros 
habíamos señalado originalmente, que de todas maneras se mantuvo en el proyecto del Ministerio del 
Interior, pero que fue corregido en la Cámara de Representantes. Estoy hablando de la incautación 
preceptiva. Estamos totalmente de acuerdo en que el tráfico es muy peligroso, que deben evitarse las 
picadas, que el vehículo es un arma mortal y que no puede haber alguien que maneje con 1.2% de 
alcohol en sangre. 


Quiero aclarar que, en realidad, no sabía cuánto significaba eso -mi vicio es la Coca Cola-, 
pero me acaban de decir que son cuatro whiskies bien servidos. Es imposible permitir que una persona 
con esa proporción de alcohol maneje un vehículo. 


SEÑOR MOREIRA.- Son aproximadamente tres whiskies. 


SEÑOR CHEDIAK.- El problema en este caso es el siguiente. Si el que maneja el vehículo es su 
propietario, tiene su día ante el tribunal, porque lo van a llevar detenido o lo van a citar, y podrá hablar 
ante el Juez en presencia del Fiscal y con su defensor, aunque sea en una instancia única, sin 
posibilidad de recurso. Ahora bien, si el que cometió la falta es el hijo del propietario del vehículo, ya no 
tendrá audiencia -porque al que van a citar es al hijo y no al padre, a quien no hay obligación de 
escuchar- y no tendrá oportunidad de decir, por ejemplo, que no le prestó el auto al hijo, sino que le 
sacó la llave de la mesa de luz. A su vez, si se trata del dueño de una empresa de transporte o de una 
empresa de ómnibus -de transporte humano-, podría decir que tiene reglas específicas contra los 
conductores que no respetan el manejo no alcoholizado y que hace controles periódicos, pese a lo cual 
acaban de detener a uno de sus choferes con 1.3% de alcohol en sangre y pierde el vehículo. Nosotros 
señalábamos que eso era gravísimo, por el valor del camión o del ómnibus. Además, lo que 
seguramente va a suceder es que, cuando venzan las pólizas, todas las empresas aseguradoras de 
vehículos van a establecer que no van a cubrir de ninguna manera la incautación preceptiva. Entonces, 
el hombre se va a encontrar sin su camión o sin su ómnibus y sin posibilidad de haber sido oído. Eso 
se corrige en la Cámara de Representantes, estableciendo que la incautación sea provisoria, se cite al 
propietario del vehículo y se le pregunte qué descargos tiene para hacer. Luego, en función de que el 
Juez entienda que hay culpabilidad del propietario o no -no de quien cometió la falta-, se procedería a 
la incautación preceptiva. O sea que, en este sentido, la Corte vio con muchísimo agrado que la 
Cámara de Representantes recogiera la observación principal que había hecho. 


Este es el aspecto macro de este proyecto y, si la señora Presidenta lo permite, cedería la 
palabra al doctor Pérez Manrique, que va a hacer un análisis un poco más detallado. 


SEÑOR PÉREZ MANRIQUE.- Señora Presidenta: antes que nada quiero decir que es un gusto estar 
nuevamente en esta Comisión. En primer lugar vamos a tratar de demarcar un poco el tema y luego 
haremos alguna apreciación puntual. 


Cabe preguntarse dónde está hoy el Uruguay respecto de esta cuestión de las faltas. 


Objetivamente, las faltas fueron como los primos pobres del sistema penal. Tan así es que el 
legislador estableció un período mínimo de prescripción, por lo cual una falta que se quería instruir 
realmente quedaba prescripta en sesenta días. Inclusive recuerdo que antiguamente había hasta cierta 
orientación por parte de servicios inspectivos del Poder Judicial que decían a los Jueces de Paz, por 
ejemplo, tienen sesenta días para que prescriba determinado tema, por lo tanto concentren su atención 
en lo que es realmente importante y lo que no lo es, no lo hagan. Esto llevó a que en el último año en 


que tuvimos Juzgados de Faltas, en Montevideo se llegó a una conclusión de 39 faltas, y estamos 
hablando de una ciudad de un millón y medio de habitantes. 


Evidentemente esto demostró algo que a mi entender forma parte de los aspectos que deben 
ser tenidos en cuenta a la hora de legislar. ¿Qué se había devaluado? La voluntad política de aplicar el 
régimen de faltas, porque teníamos un régimen jurídico que no era amigable con la posibilidad de 
procesar este tipo de delitos menores y, además, porque objetivamente la Policía no los perseguía. Es 
toda una cadena de acontecimientos: la Policía no los perseguía porque no tenía respuestas, etcétera, 
y los Juzgados de Faltas terminaron dedicándose prácticamente al maltrato animal respecto de los 
caballos de los hurgadores. Eso motivó que cuando se produjo la reforma del proceso laboral la Corte 
tuviera que apelar a la creación de Juzgados y tuvo lugar la transformación. 


Actualmente las faltas no se reprimen en Montevideo ni en el resto del país; insólitamente, 
tenemos cifras de Maldonado donde el año pasado hubo 189 faltas que llegaron a proceso. Esta 
situación se acentúa en Montevideo porque al día de hoy la competencia de juzgar faltas está a cargo 
de los Jueces Penales, que tienen una cantidad de asuntos y realmente no atienden este tema. 
Además, podemos decir que no hay una voluntad del Estado de perseguir este tipo de conductas. 


Todo esto llevó al estado actual, donde las faltas están en el Código Penal, pero nadie las 
aplica. Cuando se plantea, por parte del Ministerio del Interior y del Poder Ejecutivo, la posibilidad de 
retomar normas de convivencia volviendo a poner en funcionamiento la sanción de las faltas, se le hizo 
una consulta a la Corte sobre aquellas conductas arcaicas que estaban previstas en el Código Penal 
para saber cuáles se entendía que mantenían vigencia y cuáles no. La Corte hizo un estudio y elaboró 
un informe que prácticamente fue recogido en el proyecto final, aunque agrega otros aspectos, en 
cuanto a las figuras que se suprimían y las que se agregaban. Después, en una nueva visión del 
proyecto, se planteó este tema que me parece importante porque está vinculado con algo que dijo el 
doctor Chediak -tal vez el aspecto más polémico de este proyecto de ley-, que es el procesal. Así se 
llega a la conclusión de que por la naturaleza de este tipo de conductas y por el carácter con el que se 
realiza era menester un proceso acotado en el tiempo, que fuera predominantemente oral y que 
permitiera evacuar rápidamente la necesidad de impartir justicia en estos asuntos. ¿Por qué? Porque 
de acuerdo con las conductas que se describen en la ley y que pueden ser perseguidas como faltas, 
existe una voluntad política. Siempre recuerdo a viejos profesores de Derecho Penal que nos decían 
que el nivel de trabajo de la Justicia Penal está determinado por el grado de eficacia policial; cuanto 
más eficaz es la Policía, más trabajo tiene el sistema penal. Por lo tanto, una Policía que sale a reprimir 
faltas indudablemente va a generar un volumen de causas muy importante, sobre todo en ciudades 
grandes como Montevideo. Piensen ustedes en una Policía que sale a la calle con la orden de detener 
a todas las personas que están alcoholizadas -cosa que es posible a partir de esto- o en estado de 
drogadicción, etcétera. 


Yo vivo en Pocitos, camino dos cuadras y hay cuatro hurgadores tirando basura para afuera 
de los contenedores. Entonces, cuando se está legislando  -lo digo con todo respeto- creo que hay 
que tener noción de la envergadura de la reforma que se está introduciendo, y si los recursos y el 
despliegue del sistema penal que se está realizando son acordes o están en condiciones de responder 
a una voluntad firme de llevar adelante la represión de estas conductas. En función de ello pensamos 
en un proyecto que fuera realmente ágil y efectivo. Por tanto, es un proyecto oral, con instancia única, 
sin recursos internos y posteriores, que va a permitir evacuar estas cosas, con un diseño en donde 
haya un Juez de Turno que fije audiencias por teléfono -que deben ser dentro de diez días- y que 
cuando termine esa labor, deberá comenzar a trabajar en las audiencias que fijó en ese lapso. Ese 
sería el resultado de la norma. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, no habrá una segunda instancia. ¿Eso no afectaría nuestro 
ordenamiento jurídico? 


SEÑOR PÉREZ MANRIQUE.- No. De hecho, tenemos un juicio laboral de instancia única y no se 
cuestiona la posible inconstitucionalidad. Y el debido proceso prevé tener la posibilidad de una decisión 
ante un Tribunal. Es decir, la doble instancia no es una garantía constitucional. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Esto no afecta el Pacto de San José de Costa Rica? 


SEÑOR PÉREZ MANRIQUE.- La Corte tiene muchas sentencias donde entiende que los asuntos de 
instancia única no vulnerarían la Constitución. Luego voy a hacer una referencia general, pero en la 
Corte tenemos claro que esta normativa, con conductas muy amplias, es una extensión del control 
penal. La sociedad resuelve, a través de sus legisladores, dónde pone el estándar de conductas que 
son reprimidas penalmente. Por la realidad que estamos relatando tenemos un estándar ubicado en los 
delitos descritos por el Código Penal, y algo que no se aplica que son los minidelitos previstos como 
faltas. Con este proyecto estamos bajando el nivel y extendiendo el control penal a una serie de 
conductas que, en los hechos, hoy no están reprimidas, pese a que de derecho sí lo están. No sé si 
este concepto está claro. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente del hecho de que estamos haciendo una ampliación, 
podríamos decir que para las faltas sería un proceso rápido y, por lo tanto, en la medida que afectamos 
ciertos valores de menor importancia, no habrían otras garantías que en otros delitos y circunstancias 
que afectan la libertad, sí se pondrían. Entonces, puede existir alguna duda, aunque se le pregunte al 
propietario del vehículo, que no era el que manejaba al momento de cometer la falta, si no hay una 
segunda instancia. 


SEÑOR PÉREZ MANRIQUE.- Lo que voy a expresar lo conversamos con el doctor Chediak, pero es a 
título personal. Entiendo que una cosa es reprimir la falta, es decir, determinadas conductas que llevan 
un proceso acelerado, pero otra cosa es cuando se involucran intereses de terceros a partir de la falta 
cometida por otro tercero y, a su vez, hago una incautación. A mi entender, una buena solución es que 
la incautación impugnada por el tercero propietario tendría que tener una segunda instancia. ¿Está 
claro este concepto? Se trata de lógicas distintas. Una lógica refiere a qué es lo que pasa con la 
conducta que lleva a la comisión de la falta y, por otro lado, son las consecuencias de esa conducta 
que afectan a un tercero que, además, no es parte del proceso donde se está juzgando la falta. 


SEÑOR MOREIRA.- Ese es uno de los numerales que más comentarios adversos ha generado, 
teniendo en cuenta que parece haber una evidente desproporción entre la conducta y la sanción. Se 
establece una responsabilidad objetiva, es decir que no importa si se puso en peligro la vida de otras 
personas ni si la conducción es temeraria, porque puede estar con una tasa de alcoholemia de 1.3 y 
conducir muy lentamente, tomando todas las debidas precauciones; en definitiva, dependerá mucho de 
la capacidad de absorción del alcohol que cada uno tiene. Repito: hay una responsabilidad objetiva. Y 
se incauta el vehículo en todos los casos si se trata del propietario. De manera que el Juez no tiene 
flexibilidad alguna para apreciar si allí medió, o no, una conducción temeraria, si se puso en riesgo la 
vida de otras personas, etcétera. Vuelvo a decirlo: es una responsabilidad absolutamente objetiva. 
Ahora bien, pensemos en el caso del homicidio culposo: cuando se procesa a alguien por este delito, 
no se dispone preceptivamente la incautación del vehículo. Quiere decir que estaríamos sancionando 
mucho más duramente, desde el punto de vista de la responsabilidad civil, a una persona que tiene 
una tasa de alcoholemia de 1.3, que a un individuo que mató a otro, que cometió un homicidio culposo 
o provocó lesiones gravísimas a otro sujeto. Sinceramente, lo entiendo así, sobre todo porque se dice: 
“Dispónese la incautación”. El único que puede discutir es el propietario, si él no conducía. Ese es el 
único caso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Varios señores Senadores han pedido la palabra para referirse a este tema 
que, evidentemente, es muy discutido; la Mesa consulta al doctor Pérez Manrique si antes desea 
terminar su exposición. 


SEÑOR PÉREZ MANRIQUE.- En realidad tengo muy poco más para agregar, fundamentalmente sobre 
temas puntuales; pienso que sería bueno referirme a ellos ahora para que después puedan formar 
parte del debate. 


Respecto a lo que veníamos hablando, decimos que allí tenemos un problema real. Un 
sistema penal tiene lo que se denomina una arquitectura, es decir, una razón de ser; posee frenos y 
contrapesos, en el sentido de que determinadas conductas tienen ciertas respuestas. Por eso siempre 
se ha criticado, por ejemplo, que el hecho de introducir nuevas figuras delictivas ha sido 
exclusivamente para aumentar las penas de algunos delitos y dejar otras sin tocar. Obviamente, estas 
cosas generan dificultades de lógica en el sistema y llevan -como se ha planteado aquí muy 
claramente- a que, por ejemplo, si yo atropello a alguien con un coche, no se me incauta el vehículo, 
pero, eventualmente, si estoy participando en una picada o me tomé un whisky de más, en ese caso sí 
pierdo el vehículo. De alguna forma hay que buscar que el sistema tenga lógica y equilibrio. Este es un 
tema realmente importante. 


Por otro lado, insisto en la cuestión del contenido de las conductas y de lo que esto significa 
como ampliación del sistema punitivo. Creo que la mayoría de las figuras son muy amplias y dejan un 
grado bastante importante de discrecionalidad al operador. A modo de ejemplo, cito la figura de la 
persona que compra un objeto robado, sin saber que era robado, de lo que se entera recién después; a 
partir del momento en que lo sabe, puede ser perseguida por una falta. Esto viene de antes, pero hay 
que pensarlo muy bien, porque está en el límite entre una posible receptación o un posible 
encubrimiento. ¿Por qué? Porque, tal como indica la Doctrina Penal, las faltas son en realidad un 
adelanto de la respuesta punitiva a conductas que normalmente son preparatorias de la comisión de un 
delito. Por ejemplo, una norma de tiempo atrás, que fue suprimida, era aquella que hacía referencia a 
tener ganzúas en la casa, puesto que se suponía que si un individuo las tenía, era porque las utilizaba 
para abrir puertas ajenas. 


En síntesis, voy a señalar tres aspectos -sobre los que hemos conversado con el doctor 
Chediak- que vale la pena considerar. 


Si analizamos al artículo 12 del proyecto de ley, podemos observar que en el artículo 368 que 
se agrega se dice qué es lo que pasa cuando una persona permanece ocupando un espacio público 
después de la segunda intimación. Si leo el artículo debo concluir que la persona que realiza la 
segunda intimación al individuo y él no se va, tiene la facultad de conducirlo a un refugio, sin establecer 
que esto se tenga que hacer con previa noticia al Juez. Al analizar este punto viene a mi memoria lo 
que expresa el artículo 15 de la Constitución de la República. Después se da un poco la misma 
situación en el artículo 3%, en el numeral 1) del artículo 361 que se agrega, con las personas que están 
drogadas o alcoholizadas en la calle y que no están generando problemas como, por ejemplo, el 
borracho que vemos sentado en un umbral. Es decir que estamos autorizando a que alguien lo 
detenga, lo lleve a la comisaría y se produzca una intervención. También aquí traigo a colación el 
artículo 15 de la Constitución. 


Realmente, lo que parece bastante difícil de leer en función de todo el sistema penal es este 
fenómeno de la falta denominada vandalismo. Quiero aclarar que no visualizo un vandalismo que no se 
concrete en un daño, porque la acción vandálica determina la rotura de un farol o de un monumento, o 
el deterioro de algo que está en el espacio público. Entonces, en última instancia, en mi opinión, el 
vandalismo debería ser un agravante del delito de daño y no una falta que actúe y juegue de manera 
independiente. Digo esto porque no hay una acción de vandalismo si no se concreta en un daño 
efectivo, porque el individuo que tira piedras al aire y no le pega a nada no está cometiendo vandalismo 
sino que, en todo caso, realiza una acción que puede ser riesgosa para la integridad física de las 
personas o para las cosas. 


Quiero hacer referencia -y con esto termino, porque más que nada vinimos a referirnos a 
aspectos puntuales, ya que tuvimos una participación bastante activa en algunos puntos- a estas 
perplejidades que produce el proyecto de ley y por ello señalo la preocupación por la amplitud de las 
figuras. 


Por otro lado, debemos decir que este proyecto de ley, como tantas veces, parece una 
iniciativa pensada para Montevideo y las grandes ciudades. Digo esto, porque tenemos que pensar que 
en el interior hay un Juez de Paz de ciudad, de villa, que es el competente, que no va a tener al 
Ministerio Público a su disposición y, por tanto, no va a poder aplicar las medidas de trabajo 
comunitario, salvo que tengamos una cobertura nacional en ese sentido, lo que me parece que 
presenta sus problemas. Quiero decir, también, que este sistema, que significa -reitero- una gran 
ampliación del control penal, determina que va a haber una gran demanda de trabajo comunitario, y 
uno de los riesgos que corremos es que si no estamos en condiciones de ofrecer este tipo de trabajo, 
esto termine redimiéndose todo en días de prisión. Entonces, creo que hay que pensar mucho en estos 
aspectos, porque tal vez habría que buscar alguna alternativa cuando el Estado realmente no tenga 
posibilidades de actuar como debería hacerlo. Nosotros hemos trabajado durante mucho tiempo en el 
tema de las medidas alternativas con respecto a los adolescentes. Pero nos encontramos con dos 
grandes problemas en ese sentido: tener disponibilidad con respecto a la medida y contar con la 
efectiva supervisión de que la medida se cumple. Esos son los dos talones de Aquiles de todas las 
medidas alternativas. En consecuencia, debemos pensar en la dimensión que puede tener la represión 
de estas faltas y el efecto real de las mismas, en la medida en que no pueda haber una respuesta 
articulada y suficiente para la demanda que se va a provocar. 


Además, por la última Rendición de Cuentas se crearon dos cargos de Jueces y dos de 
Actuarios en Montevideo para tratar este tipo de delitos. Es así que el Poder Judicial, con sus fondos, 
debe suministrar el local, al amoblamiento y toda la estructura administrativa, además de por lo menos 
dos Defensores de Oficio que van a trabajar allí. Entonces, hay una debilidad desde el punto de vista 
de los fondos y recursos con los que contamos para aplicar a esto. Lo que tenemos en la Rendición de 
Cuentas es nada más que la cabeza, pero no están armados los Juzgados ni tenemos los Defensores 
de Oficio, que son fundamentales, porque si en materia penal más del 90% de los casos son 
patrocinados por Defensores de Oficio, doy por descontado que en este caso ante el fenómeno de una 
posible incautación de un vehículo van a aparecer Defensores Públicos; en los demás casos sí van a 
actuar los Defensores de Oficio. Allí tenemos un problema. 


Los servicios administrativos del Poder Judicial me acaban de informar que apenas se 
apruebe el proyecto de ley, haciendo todos estos esfuerzos, están en condiciones de poner en 
funcionamiento los Juzgados. O sea que nosotros hemos hecho los deberes y estamos en condiciones 
de funcionar, a pesar de todas estas carencias, que esperamos que en la próxima Rendición de 
Cuentas se puedan subsanar. La realidad al día de hoy es que en cuanto el Parlamento apruebe este 
proyecto de ley, vamos a estar en condiciones de poder funcionar en poco tiempo. 


Es cuanto tenía que informar. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias por sus aportes. 


Voy a dejar planteada una pregunta -adelanto que tengo que retirarme- y luego leeré la 
versión taquigráfica. 


La pregunta que quiero formular se relaciona con el primer inciso del artículo 361, referido al 
abuso de alcohol o estupefacientes. Ese artículo recoge la redacción original, y me importa 
sobremanera porque es la falta mediante la cual se piensa introducir lo que se dio en llamar la 
internación compulsiva de adictos. Aclaro que este tema está incluido en otro proyecto de ley que tiene 
a consideración la Comisión de Salud Pública, pero ya que el doctor Pérez Manrique se refirió a él, 
aprovecho para dejar un planteo. Aquí estamos autorizando a que se pueda conducir a alguien por el 
simple estado de embriaguez aunque no esté causando alguna alteración del orden público, lo que en 
opinión del doctor -según entendí- sería una violación del artículo 15. Pero esto ya estaba en la 
redacción original, y como este nuevo proyecto de ley se asienta sobre ella, quería preguntar si esa 
redacción original, que traería el mismo tipo de consecuencias, también sería violatoria. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Pasquet.) 


SEÑOR PÉREZ MANRIQUE.- Con relación a la pregunta que planteaba la señora Presidenta, quiero 
aclarar que formulé algunas apreciaciones con respecto al tema porque, según leí en las versiones 
taquigráficas de las sesiones anteriores de esta Comisión, se había vinculado este tema con un 
proyecto referido a adicciones. Entonces, quise advertir que estaríamos ante un riesgo de orden 
constitucional, pero no puedo afirmarlo con certeza porque no quiero prejuzgar. No obstante, 
convendría que se tomara en cuenta, al igual que en el otro caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer un breve comentario -me había anotado para hacer uso de la 
palabra cuando la señora Senadora Moreira estaba en ejercicio de la Presidencia- que tiene que ver 
con la cuestión del régimen procesal. 


Hace un rato recibimos al doctor Langón, quien afirmó categóricamente que en esto no 
puede haber una única instancia; él sostiene que las faltas son ontológicamente delitos y que, por lo 
tanto, su juzgamiento convoca a todas las garantías del Derecho Penal liberal, a la aplicación de una 
serie de actos internacionales, como el Pacto de San José de Costa Rica de 1969, y demás. También 
señaló que la escapatoria -por decirlo de alguna manera- que él veía para esto era la de un tribunal 
colegiado, ya que en ese caso no sería una sola persona la que evaluara las pruebas y las conductas y 
aplicara las sanciones. A su juicio, puede entenderse que esa pluralidad de integrantes del tribunal, de 
algún modo, subsana la carencia de una segunda instancia. La pregunta concreta es ¿cómo ve la 
Suprema Corte de Justicia la posibilidad de instrumentar este sistema a través de tribunales colegiados 
para no tener que ir necesariamente a una segunda instancia? 


SEÑOR CHEDIAK.- Fue muy oportuna la intervención del señor Senador Michelini haciéndonos 
recordar la Convención Americana sobre Derechos Humanos; si bien todas las materias no penales no 
integran el debido proceso, la posibilidad de recurrir sí está prevista en la materia penal. 


¿Por qué no parecía, en principio, que fuera indispensable la recurrencia? Si nos preguntan, 
querríamos que hubiera segunda instancia si no está en juego la libertad ambulatoria. Cuando las 
faltas estaban castigadas con multa, con trabajo comunitario o eran redimidas con multas, que 
establecían, por ejemplo: “Serán dos horas de trabajo comunitario hasta 30 días y si no, pagará $ 
1.000 por día”. En estos casos no está afectado el bien más importante que es la libertad. En esa 
hipótesis -por lo menos, en lo personal- no me causaba demasiado escozor que la celeridad nos 
hiciera olvidar la seguridad jurídica y los principios del debido proceso que nos son tan queridos a 
todos. El problema se da con la redención por vía de prisión. Se podrá decir que eso es voluntario 
porque, en general, no condenamos a alguien a perder la libertad ambulatoria sino a trabajar. Ahora 
bien; si no quiere trabajar, subsidiariamente, en vez de cobrarle, lo privamos de libertad ambulatoria. 


En lo personal -no hablo en nombre de la Corte-, me quedaría mucho más tranquilo respecto 
a la constitucionalidad del proceso de faltas si se previera algún tipo de recurso, que es lo que está 
previsto en el Pacto de San José de Costa Rica para el proceso penal. En definitiva, si puede terminar 
en privación de libertad -en esto tiene toda la razón el profesor Langón-, podríamos estar infringiendo 
las garantías de un pacto internacional. 


Entonces, el problema, en primer lugar, era la desproporción y, en segundo término, era 
cómo se redime en caso de que el que cometa la falta es irredento y dice: “yo no trabajo nada; no 
tengo plata; no me van a sacar nada”. ¿Qué hacemos en estos casos? Los vamos a privar de libertad, 
pero allí la ausencia de recurso estaría conspirando. La realidad es que la Convención Americana no 
prevé un órgano colegiado sino un recurso. Pero, ¿qué es el debido proceso? Es la posibilidad de 
alegar mi defensa ante un Juez imparcial, hacer las pruebas correspondientes de descargo de mis 
alegaciones en un plazo razonable y poder recurrir. Ese es el debido proceso conforme a la 
Convención Americana y a lo que enseñamos en la Facultad. 


De modo que compartiría la opinión del profesor Langón en el sentido de que sería mucho, 
quitaría celeridad y complicaría al Poder Judicial si se cumplen algunas hipótesis. Si el individuo se 
conformara con realizar el trabajo comunitario, perfecto, pero si es obligatorio, ante su reticencia, hay 


que privarlo de libertad. Además, lo estaríamos privando de libertad en una instancia única, sin 
posibilidad de recurso. Es lo mismo que señalaba el doctor Pérez Manrique -aspecto que habíamos 
planteado con el doctor Ruibal en la Cámara de Representantes- respecto a la incautación preceptiva. 
Sobre este tema, me adelanto a decir que lo que más escozor causa -y seguramente tendremos 
oportunidad de hablarlo más detenidamente- es cuando se dice en el inciso tercero del numeral 7): “se 
dispondrá el decomiso definitivo del vehículo en cuestión”. La Suprema Corte de Justicia había 
propuesto: “se podrá disponer”, y dejar en definitiva que el Juez en última instancia, sabiendo lo que 
pasó, si hubo culpa o no, si le robó o no le robó las llaves, si le prestó o no el camión, etcétera, 
determine si en el caso concreto la circunstancia amerita, justifica o no el decomiso definitivo del 
vehículo. Si se deja la redacción imperativa, el Juez no tiene más remedio que decomisar, y por eso, 
repito, la Corte proponía: “podrá disponer”. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Estaba anotado para hacer uso de la palabra el señor Senador Michelini, pero 
en este momento no está en Sala, por lo que cedemos el uso de la palabra al señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera compartir la preocupación que aquí se expresa. Si antes de la sesión de 
hoy teníamos dudas acerca de la viabilidad de esto, ahora tenemos muchas más. No solo hay 
problemas de indefiniciones y generalidades de alguna de estas figuras que se crean, se mantienen o 
modifican, sino que existe el tema procesal que, sin ninguna duda, va a estar en debate, y el Ministro 
Chediak así lo ha reconocido. Hablamos de materia penal y no laboral, entonces, sin duda, pueden 
aparecer recursos de inconstitucionalidad. Además, está el problema de la implementación práctica. Si 
no está funcionando bien el trabajo comunitario, las penas alternativas y si ahora viene un alud de 
denuncias de esta naturaleza, estaríamos ante una norma que de hecho no funcionaría y eso sería lo 
peor que nos puede pasar. Estaríamos hablando de aprobar un proyecto de ley para que luego no se 
aplique. Lo que pasaba con las faltas hasta hoy, podría volver a ocurrir con otra experiencia, lo que 
desprestigiaría las leyes que aquí aprobamos. A su vez, se da una dificultad en el interior porque qué 
Fiscal va a ir al Juzgado de Paz de un pueblo distante. En la audiencia tiene que estar presente el 
Fiscal pero, en los hechos, no va a funcionar. 


Por otra parte, se discute si los trabajos comunitarios deben ser remunerados o no. La 
Administración Pública se ha negado muchas veces a disponerlo aduciendo que no tiene dinero para 
pagar, pero la Justicia entiende que debe ser retribuido este tipo de trabajo. Hay una serie de 
problemas ligados con la ejecución, entonces, me parece que esto va a ser un absoluto y total fracaso, 
y como decía el doctor Pérez Manrique, si la policía se muestra muy activa, va a ser peor. 


Me imagino que si el Ministerio del Interior está promoviendo esto es porque quiere llevarlo 
adelante, entonces, se va a ir a todos los semáforos a llevarse a quienes abusan de la coacción. 
También tenemos el vandalismo que es cosa de todos los días y el tema de la venta de artículos 
robados en las ferias, pues vaya uno a saber cuándo se toma conocimiento de si es robado o no, si es 
receptación o falta, si es daño o vandalismo; hay que ingresar en esa frontera tan frágil y gris que hay 
entre la falta y el delito que se tipifica por una conducta exactamente igual. En verdad, comparto la 
preocupación que se plantea y, además, veo muy difícil la instrumentación efectiva de este régimen. 


SEÑOR CHEDIAK.- Quisiera compartir la misma preocupación. Inicialmente comenté que se había 
optado por la garantía. Tenemos bastante claro que en el interior el Fiscal difícilmente comparezca, 
salvo que ustedes aprueben el Código del Proceso Penal y contemos con Fiscales en un número más 
abundante, e itinerantes, que no solo concurran a las audiencias procesales penales de nuestro futuro 
Código, sino también a estas audiencias. De no ser así, la garantía estaba en la clausura: el Fiscal no 
va a ir y se va a clausurar, lo que pasaba con los sesenta días de la prescripción hasta ahora que es lo 
que tratábamos de evitar. ¿Por qué morían las faltas? Porque se ponían en un cajón y prescribían. 
Eso no sucedía por maldad, sino porque quienes además tienen a su cargo los delitos, tanto policías 
como jueces, concentraban sus esfuerzos en los delitos y, más precisamente, en los delitos más 
graves como es razonable. ¿Por qué se resuelve un porcentaje más alto de rapiñas que de hurtos? 
Porque las rapiñas son mucho más graves. ¿Por qué se resuelve un porcentaje más alto de homicidios 
que de rapiñas? Porque lo más grave es el homicidio. Entonces, ¿qué hace todo Estado razonable -y 
el Senador Moreira que estuvo del otro lado del escritorio lo sabe perfectamente- que administra 
recursos escasos? Concentra todos sus esfuerzos en la resolución de los delitos más graves que son 
los que más afectan el tejido social y la confianza de cada ciudadano en el Ministerio del Interior y en el 
Poder Judicial. La realidad que, de alguna manera, señalaba el Ministro Pérez Manrique es que esto 


va a significar un exceso enorme de trabajo para el Ministerio del Interior. Nosotros lo podremos 
procesar mejor porque, en definitiva, será el Ministerio del Interior, como siempre, el que regulará el 
número de asuntos, pero para el propio Ministerio, para la propia policía, eso aparece como bastante 
dificultoso, dado que tendrá que dividir sus fuerzas no solo concentrándose en los delitos más graves. 
Es claro que por la necesidad de la realidad, los hurtos se perciben con menos encono que los delitos 
más graves, pero ahora se van a tener que dividir las fuerzas para que parte de la Policía se dedique a 
la represión de las faltas, que ojalá se pueda hacer eficientemente. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Desde el punto de vista práctico pienso que, sin ninguna duda, si aparece un 
incremento de faltas convertidas en trabajos comunitarios, los Jueces -sobre todo en lugares pequeños 
del interior, en el caso de que esto pudiera sustanciarse- van a estar más dedicados a la administración 
de trabajos comunitarios que a impartir la Justicia. Por ejemplo, en las plazas de las ciudades capitales 
es muy común que los jóvenes se reúnan a tomar alcohol y que a las tres de la madrugada haya 
cincuenta jóvenes alcoholizados. En el caso de que esto tuviera un desenlace como el que se está 
previendo ¿qué hace el Juez? ¿Con quién se conecta para el trabajo comunitario? ¿Los deriva a la 
Intendencia o a una ONG? ¿Es el Juez el que dice qué tipo de trabajo comunitario tiene que hacer o es 
otro estamento del Estado? Por ejemplo: ¿quién dice: “vaya y corte el césped de la plaza” “Vaya y pinte 
la iglesia”? ¿A quién le pide la máquina para cortar el pasto? ¿A la Intendencia? ¿A la Junta Local? No 
lo sé. 


Como no conozco cómo funciona esta medida, me gustaría que hicieran alguna reflexión 
porque han estado estudiando estos temas y alguna vez, con seguridad, han trabajado en asuntos 
concretos y específicos. 


SEÑOR PÉREZ MANRIQUE.- El artículo 14 del proyecto de ley establece: “La Oficina de Supervisión 
de Libertad Asistida, unidad especializada del Instituto Nacional de Rehabilitación, estará a cargo de la 
instrumentación y fiscalización de la pena de trabajo comunitario, debiendo elevar un informe al Juez 
competente”. O sea que la administración de esta medida está a cargo de esta Oficina especializada 
del Ministerio del Interior. Desconozco si esta Oficina tiene un despliegue en todo el territorio nacional, 
sobre todo porque hasta en el pueblo más lejano del interior se van a cometer faltas. 


Nuestra intervención apunta a la advertencia de esos dos aspectos: la extensión del control 
penal y qué significado tiene, es decir, si va a ser eficaz O si va a adolecer de una suerte de anomia, 
porque la ley va a existir pero no se va a poder aplicar, lo que a nuestro entender es el peor de los 
mensajes que se puede trasmitir. 


SEÑOR ROSADILLA.- Antes que nada quiero agradecer a quienes nos visitan por las valiosas 
opiniones que nos han brindado respecto al tema que tenemos en consideración. 


Hemos escuchado a personas con mucho conocimiento que nos han manifestado sus 
fundamentos y su preocupación sobre este asunto. Nosotros mismos, en alguna medida, en instancias 
en que hemos intercambiado opiniones, hemos ido tomando nota de la diversidad de elementos que 
podemos considerar como debilidades, inconsistencias o situaciones que deberíamos al menos 
precisar con mayor claridad, a los efectos de que sea una ley aplicable y no extremadamente 
aplaudible pero absolutamente inútil. Cuando uno está escuchando a personas que tienen las más 
altas responsabilidades en la operativa del sistema judicial, también en el Poder Ejecutivo y en otras 
áreas, tiene la sensación de que quizás el problema más grande que podemos adjudicarle al proyecto 
es su extensión, la cantidad de temas que abarca, la poca centralidad y focalización en algunos 
elementos extremadamente ácidos para la convivencia ciudadana. Por eso corremos el riesgo de, por 
abarcar mucho, apretar poco o nada. 


Quiero decir, además, que efectivamente hay algunas situaciones que ameritan una respuesta 
diferente a la que hoy estamos dando y, aclaro que no estoy necesariamente defendiendo esa 
respuesta, sino simplemente tratando de entender y escuchar, de integrar opiniones de un enorme 
valor, tanto por la experiencia como por la formación de quienes las aportan. Quiero hacer una lectura 
desde otro lado, desde donde puedo. Creo que hay un conjunto de faltas de las que aquí están 
planteadas, y tal vez algunas falten, que son una especie de plataforma de lanzamiento de otro tipo de 
conductas que progresivamente se convierten en faltas más peligrosas o en delitos. Me parece que 


hay un reconocimiento del terreno, un romper las normas, desconocer la autoridad, y no me refiero a la 
autoridad en el sentido del uniforme sino en el de las normas de convivencia. Por ejemplo, es muy 
común -hablo de que esto ocurre una vez por semana- que cuando regreso a mi casa alguna piedra 
rompa el ómnibus en el que voy. Estoy hablando de algo que ocurre entre las 9 y las 11 de la noche, no 
de madrugada. Me refiero, además, a ómnibus que van seguidos de un patrullero o de la Guardia 
Republicana. Esas personas, aunque las detengan, siguen repitiendo sus conductas. Hay lugares -voy 
a mencionar uno concreto-, como Santín Carlos Rossi entre la Ruta y Carlos María Ramírez, a los que 
los servicios de taxis ya han desistido de entrar, lo que implica que muchas personas honestas y de 
trabajo, que necesitan trasladar a un familiar al hospital o a un hijo a su lugar de estudio, o que 
simplemente vuelven tarde de una actividad cultural, artística o familiar, al llegar a la Curva del Cerro se 
queden sin locomoción. Por un lado, a veces la Policía logra detener a estas personas -incluso lo 
hacen en el momento en que las situaciones se están produciendo-, pero por una razón que 
desconozco, cuando llegan a la órbita penal, no se determina más que un pasaje por la Seccional 24 y 
por el Juzgado y, a la tarde siguiente, esas personas están en el mismo lugar dispuestas a llevar a 
cabo la misma acción. Eso genera que los vecinos que antiguamente o no hace tanto interveníamos en 
ese tipo de situaciones, hoy nos retraigamos de participar. Obviamente, eso ocurre de diferentes 
maneras en los distintos barrios. No tengo la respuesta; simplemente estoy pensando en voz alta. 
Además, reconozco el enorme bagaje de conocimientos que ustedes tienen por su formación 
académica y el desarrollo profesional que han hecho, así como también el de otras personas que nos 
han visitado. Lo que sí creo -capaz que no tengo razón- es que hay que buscar soluciones, que la 
situación no puede quedar así como está. En algunos temas hay que generar algún instrumento que 
tenga contundencia para disuadir o, por lo menos, rebajar la masa de participantes de este tipo de 
actividades. Por ejemplo, la pena que va de siete a treinta días de trabajo comunitario, para quienes 
normalmente andan en esto es como si a mí me dijeran que se me va a caer una cana: no me va a 
generar preocupación alguna. Además, sabemos cómo funcionan este tipo de medidas, por ejemplo, 
que venga un Juez y me diga que ahora voy a tener que prestar trabajo comunitario durante siete días. 


No estoy proponiendo ni cuestionando nada de lo que dijeron ustedes, sino simplemente, 
como dije, pensando. Por decirlo de alguna manera, estamos desflecando el proyecto de ley, que 
puede contener muchas debilidades e incoherencias. Pero lo objetivo es que hay un tema a resolver, 
hay que pegarle a esta tipología -disculpen mi terminología; seguramente no es muy académica; 
tenemos que encontrar un factor que achique la base -no digo que elimine el problema, porque no me 
planteo un idealismo-, que reduzca la facilidad para hacer cualquier tipo de cosas sin ninguna 
repercusión. El otro día hablaba de algunas cosas que están planteadas aquí, que considero que hay 
que sacarlas porque no tienen sentido. Pero creo que hay que centrarse en cinco o seis elementos que 
tienen nivel de permanencia, de violencia, se incrementan y que necesitan respuesta. Quizás estas no 
sean las soluciones, pero hay que responderle a esta problemática. El señor Senador Nin Novoa 
hablaba de los muchachos que están en una plaza tomando vino, o en un club, dentro de una mansión 
o de un rancho; no los metería adentro de estas medidas, salvo que a partir de ahí desencadenen a 
realizar actividades que vayan más allá del vino. Y también podríamos hablar del whisky etiqueta 
negra, porque podemos referirnos a los muchachos que toman vino y a los viejos que toman etiqueta 
negra. 


Seguramente, no va a ser fácil avanzar en la elaboración de este proyecto de ley pero, al 
menos, quiero dejar manifiesta mi voluntad de que la preocupación a que me lleva esto -más allá de las 
falencias, debilidades e inconsistencias que tenga-, es objetiva. Hay que tener un instrumento como 
para achicar algunas cosas. Quizás algunas cuestiones haya que acomodarlas al proceso general y 
establecer penas de determinado tipo, o crear algo por el lado de las faltas, con un sentido más 
reducido y -me animo a decir- con penas diferentes a la de los siete a treinta días de trabajo 
comunitario, pues estas medidas a este tipo de gente no les afecta en nada. Algo hay que hacer. No 
me parece que el camino sea decir que no tenemos fuerza -no quiero significar que ustedes lo estén 
diciendo-, que hay una especie de escalera en la que están los homicidios, las rapiñas, los hurtos y que 
a la parte más alta no vamos a llegar nunca. Además, si nunca vamos a llegar, estimo que vamos a 
tener mucha mano de obra para los hurtos, las rapiñas y los homicidios. O sea que no se trata 
solamente de un problema de inmediatez, sino también pensando en el futuro. 


SEÑOR CHEDIAK.- Compartiendo totalmente las expresiones del señor Senador Rosadilla, quiero 
decir que por supuesto que uno no entiende deseable que no se puedan perseguir adecuadamente los 
hurtos; simplemente decíamos que es una realidad, por la escasez de recursos que todo Estado, y en 
particular el nuestro, tiene. Cuando les hablamos a los estudiantes, lo decimos con menos carga que 


cuando hablamos en una forma más pública, pero no hay ningún Estado en el mundo, democrático o 
no, que pueda perseguir el cien por ciento de los delitos. Es un ideal que no se puede alcanzar. 


Entonces, decíamos que la focalización de las fuerzas policiales debía tener un orden 
racional y es el que se ha venido dando. Por eso nos preguntábamos si estaría en condiciones, pero, 
como la idea nace del Ministerio del Interior, la Corte no quiso hacer observaciones que en realidad 
debería haber hecho el propio Ministerio. Por ejemplo, no es pensable, conforme al estado de avance 
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que a quienes cometen faltas, como manejar 
alcoholizado o quemar los contenedores de basura -en mi caso, ya he apagado el de la esquina de mi 
casa tres veces con la manguera del jardín-, y se niegan a realizar trabajo comunitario, los internemos 
en el mismo establecimiento de reclusión de los delincuentes. Estos se llaman “delitos enanos”, pero 
son faltas. Por supuesto que atentan contra la convivencia social, pero no son verdaderos delitos; son 
delitos pequeñitos, y habrá que ver cuán pequeñitos son de acuerdo con las circunstancias concretas 
de cada caso. 


Se podrá argumentar que nadie razonablemente se va a negar a hacer dos horas de trabajo 
comunitario arriesgando a quedar privado de su libertad ambulatoria, pero uno no sabe si está tratando 
con personas racionales. La realidad es que hemos visto de todo. Entonces, ya de entrada tenemos 
que precaver, no solo en Montevideo sino en las capitales departamentales -dando por bueno que no 
va a poder funcionar en los Jueces Seccionales, porque el Fiscal no va a ir; entonces, el proceso se 
clausurará-, cuáles son aquellos establecimientos de detención donde vamos a recluir a aquellos 
ciudadanos que cometan una falta y se nieguen a realizar el trabajo comunitario. Y es un problema de 
volumen; por eso decíamos que la Corte no ha querido entrar en el tema. Si lo que se van a dar son 
ejemplos puntuales, como señales a la población en general de que el recreo se acabó o de que 
estamos dispuestos a un control del tejido social más importante, no habría problema, y si estamos 
hablando de unos pocos casos por departamento y unas pocas decenas de casos en Montevideo, se 
buscarán locales en las comisarías, etcétera. Pero si estamos hablando de centenares de casos por 
año y de un porcentaje importante de ellos que se niegan a hacer trabajo comunitario, la situación es 
distinta. Habría que ver, además, qué pasa cuando el Estado no puede articular el número suficiente de 
trabajos comunitarios. La preocupación de la Corte era que no fuera responsabilidad del Juez y esto ya 
ha sido solucionado; va a ser responsabilidad del Instituto Nacional de Rehabilitación. Pero el Estado 
somos todos y el Instituto va a tener el mismo problema. 


Hay que tener en cuenta, además, la observación que una y otra vez en ambas Cámaras y 
hasta públicamente el Presidente de la Corte ha realizado. El doctor Ruibal ha señalado que la Corte 
asume su responsabilidad en no haber reglamentado adecuadamente la medida sustitutiva de trabajo 
comunitario para los delitos, pero ha aclarado que el gran problema que ha tenido la Corte es que no 
admite que haya trabajo forzado, trabajo esclavo, y que entiende que el trabajo comunitario, aunque 
sea sanción, debe ser retribuido de alguna manera. Y los organismos públicos, si el trabajo es gratis, 
están mucho más afines a recibir a esas personas que si deben retribuirlas, porque esto implicaría la 
afectación de fondos presupuestales que estaban pensados con otro fin y a ningún organismo público 
le sobra el dinero. 


Entonces, los problemas son complicados, pero la Corte de ninguna manera, como sintoniza 
con la filosofía y cree que sí, que hay que poner barreras porque se nos ha ido demasiado el péndulo 
para un lado, no quiso hacer este tipo de consideraciones respecto del proyecto de ley, -por eso las 
hago a título personal-, y se limitó a las consideraciones jurídicas. Incluso no dijo nada de la 
recurrencia porque se quería acentuar un proceso rápido y no podemos estar seis meses para dar 
siete días de trabajo comunitario. Por eso se pusieron plazos cortos, para que la sanción se diera muy 
rápido después de la comisión de la falta, para que quedara claro en el público y en la consciencia de 
quien comete la falta de que se lo está sancionando. Seis meses después de cometida la falta, nadie 
se acuerda que le dieron treinta días de trabajo comunitario por haberlo encontrado alcoholizado a la 
salida de un baile en Carrasco. 


Lo que señala el señor Senador es absolutamente cierto y, todos los que tenemos 
responsabilidad de gobierno nos vamos interiorizando con que las buenas intenciones, las buenas 


decisiones filosóficas a veces son difíciles de instrumentar de forma eficaz y viable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia por su 
concurrencia a esta sesión y al apoyo que nos han brindado en el arduo trabajo en el que estamos 
empeñados. 


(Se retiran de Sala los señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tenemos número para decidir nada, pero cumplo con señalar que está 
pendiente el último punto del orden del día: “Designar representantes ante la Comisión del Mecanismo 
Anticorrupción de la OEA (Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención 
Interamericana contra la Corrupción -MESICIC-), para asistir a la reunión del día miércoles 10 de abril 
de 2013, en la Sede de la Junta de Transparencia y Ética Pública, a los efectos de intercambiar 
información en materia de transparencia y lucha contra la corrupción (Carpeta N* 475/2011 - Distribuido 
N* 625/2011). 


El señor Senador Michelini ya ha manifestado su voluntad de asistir a esta reunión y estamos 
abiertos para que otros lo hagan, si así lo desean. Yo declaro que habré de asistir porque me parece 
que, en un tema de esta naturaleza, no pueden concurrir representantes de un partido solo. 


Hecha la declaración y no habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 23 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


